
ratio de la inelegibilidad que proclama el artículo 4.2.c) del 
Real Decreto-Ley 20/1977: Desde esta perspectiva, y como titular 
de una delegación provincial desprovista del contenido que le 
era propio en el tiempo antetrior al proceso de transferencia, la 
ratio de la inelegibilidad, en su consideración de garantizadora 
de la igualdad, que podría quedar menospreciada si el desem­
peño del cargo colocara al aspirante a la elegibilidad en una 
situación de influencia, no concurre. Por lo demás la subsis­
tencia del cargo de Delegado Provincial es una hipótesis y la 
aplicación de la causa del artículo 4.2.c) no se ha hecho en la 
Sentencia impugnada sobre esta hipótesis; se aplica en la sen­
tencia por entender que el recurrente se incorporó a la Ad­
ministración autonómica, y que también los cargos de esta 
Administración deben entenderse comprendidos en tal causa.

Cuarto.—Por partir la Sentecia de Cáceres de que al recu­
rrente cuadra la calificación de alto cargo de la Administración 
autonómica y que, por esta calificación, debe aplicarse la inele- 
gibiiidad del artículo 4.2.c) entendido el precepto acudiendo a 
consideraciones fundadas en que siendo la misma la razón, la 
solución no puede ser distinta, es obligado que analicemos este 
punto, que en la tesis de la sentencia, y en lo que han sostenido 
el recurrente y el Ministerio Fiscal (éste, adicionándolo a lo que 
considera argumento principal y del que trataremos en el fun­
damento quinto), constituye el núcleo de la argumentación. En 
este punto, es de destacar que la elegibilidad se delimita por 
lo que dice e! artículo 70.1 CE y, por remisión de la misma, por 
la ley electoral. Es la ley. por tanto, quien respetando, por un 
lado, el contenido de inelegibilidad mínimo que establece la 
norma constitucional y, por otro lado, y sin que quede afecta­
da la esencia del derecho, configurará, desde esta vertiente, 
la elegibilidad. Por esto, tenemos que analizar si la ley elec­
toral comprende a los altos cargos de la Administración Auto­
nómica. lo que no significa la adopción de postura aiguna 
respecto a eventuales contenidos de la ley futura, pues ésta, 
dentro de las coordenadadas a las que acabamos de referirnos, 
podrán ordenar las inelegibilidades. La anunciada por el ar­
tículo 70.1 no ha sido promulgada, cumpliendo, mientras tanto, 
esta función el Real Decreto Ley 20/1977, en los términos que. 
dice la transitoria octava (regla tres) de la CE. La Sala de Cá­
ceres creyendo ver en la voluntad objetiva e inmanente del 
artículo 4.2.c) la exclusión de los altos cargos de la Administra­
ción autonómica del concepto de los «elegibles», aplica al re­
currente indicada causa, lo que supone que, para la sentencia 
impugnada, aquél es un cargo de la Administración autonómica 
y que a éstos también se extiende la indicada causa.

Se realiza así una extensión de la formulación legal, de modo 
que una norma delimitadora negativamente de un derecho de 
elegibilidad, se interpreta extensivamente. Por otro lado, que este 
sentido dentro de una interpretación objetiva de la norma, sea 
el que resulta de la misma, ofrece serias quiebras, desde una 
consideración global del artículo 4.2. La técnica hermenéutica 
utilizada no es válida para restringir un derecho.

Quinto.—Desde otra vertiente novedosa defiende también el 
Ministerio Fiscal una conclusión favorable al otorgamiento del 
amparo. Sostiene el Fiscal que las causas c) y f) Icón las de los 
apartados b), d) y e) 1 del artículo 4.2 no impiden la presen­
tación de candidaturas, y la proclamación y la elección, porque 
tales causas son, en la tesis fiscal, causas de incompatibilidad, 
que, como tales, no invalidan la oandidatura ni la elección, 
aunque el incompatible no podrá asumir el cargo, a no ser 
que cese en tiempo tal causa No es, el que dice el Fiscal, el 
régimen de nuestra CE (artículo 70.1) y de la legislación que 
coherente con la misma, rige en la materia, pues nuestro sis­
tema es el de la concurrencia de supuestos de inelegibilidad, que 
impiden el convertirse, en quien concurran, én sujeto pasivo de 
la relación electoral, y de supuestos de incompatibilidad, en los

que se transforman las de inelegibilidad que dice el artículo 4.°, 
5 y 6, operando, en su caso, impidiendo el acceso al cargo o el 
cese en el mismo, de modo que aquéllos, proclamados y aun 
elegidos, que han quedado posteriormente afectados por tales 
causas, incurren en incompatibilidad. La causa sobrevenida 
opera así como supuesto de incompatibilidad, generadora, no 
de la invalidez de la elección, sino de impedimento para asumir 
el cargo electivo o de cese, si se hubiera accedido al escaño. El 
sistema articulado —que es el diseñado en la CE— pone bien 
de relieve que no es desde la argumentación primera que utili­
za el Ministerio Fiscal, como debe resolverse este proceso. La 
conclusión es, en este punto, como hemos dicho en los funda­
mentos anteriores (tercero y cuarto), que no concurría en el 
recurrente impedimento jurídico para ser proclamado candidato 
a Senador, como entendió la Junta Electoral e invalidó la Sen- 

-tencia de la Sala de Cáceres.
Sexto—El artículo 23.2 de la CE consagra el derecho del 

ciudadano a acceder en condiciones de igualdad a las funciones 
y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes. La 
elegibilidad es a tenor del artículo 70.1 CE un derecho ciuda­
dano configurado por las leyes y delimitado negativamente por 
la ausencia de causas de inelegibilidad, que se inserta en el 
marco del. artículo 23.2, de modo que, desde este parámetro, no 
podrá negarse a quien, estando en el pleno uso de sus derechos 
políticos, no esté incurso en causas de inelegibilidad, definidas 
en la CE y por remisión, en la Ley electoral, interpretadas 
dentro del marco constitucional. La aplicación que la Sentencia 
impugnada ha hecho del artículo 4.2.c) y f) del Real Decreto- 
Ley 20/1977, invalidando el acto de la Junta Electoral, entraña 
por modo inmediato y directo una violación del derecho que 
proclama el mencionado artículo 23.2, puesto que impidió al 
ahora recurrente a participar, como elegible, en condiciones 
de igualdad, en las elecciones ai Senado. La conclusión es el 
otorgamiento del amparo, reconociendo el derecho de sufragio 
pasivo que se ha hecho valer en el presente proceso, con los de­
más pronunciamientos que —según lo dispuesto en el artículo 
55.1 LOTC— requiere el pleno restablecimiento del derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido:

Otorgar a don Feliciano Correa Camero el amparo solicitado 
y, en su virtud:

Primero.—Declarar la nulidad de la Sentencia pronunciada 
por la Sala de lo Contencioso administrativo de Cáceres el 9 
de octubre die 1982, en el recurso contencioso electoral seguido 
ante ella bajo el número 179/1982, por cuanto ha impedido al 
recurrente el derecho electoral pasivaL

Segundo. Reconocer el derecho del recurrente don Feliciano 
Correa Gamero a participar'como candidato al Senado en las 
elecciones generales de 1982, y, por tanto, declarar la validez 
de la proclamación que hizo la Junta Electoral Provincial de 
Badajoz.

Comuniqúese esta Sentencia, a la Sala de lo Contencioso ad­
ministrativo de Cáceres.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, veinticinco de mayo de mil novecientos ochenta y 
tres Jerónimo Arozamena Sierra.—Francisco Rubio Llórente.— 
Luis Diez Picazo.—Francisco Tomás y Valiente.—Antonio Tru- 
yol Serra.—Francisco Pera Verdaguer.—Firmados y rubricados.—

17033 Sala Primera.—Recursos de amparo números 31, 52, 
54, 64, 89, 200, 201, 202 de 1981 y 34, 141 de 1982, acu­
mulados.—Sentencia número 46/1983, de 27 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Manuel García Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel La- 
torre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña Gloria 
Begué Cantón, don Rafael Gómez Ferrer Morant y don Angel 
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amparo promovidos por el Procurador de 
los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre y re­
presentación de don Sebastián Auger Duró, dirigido por el Abo­
gado don Manuel Serra Domínguez, números 31/81, 52/81, 54/81, 
04/81, 89/81, 200/81, 201/81, 202/81, 34/82 y 141/82, y en los que se 
han personado:

En el recurso número 31/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don Manuel Gar­
cía Diez y don Manuel Sánchez Ochoa.

En el recurso número 52/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don José Putg

Porta, don Bienvenido Saun-García, doña Nieves Roig Punsola, 
doña Nuria Tuset Alaña y doña Carmen Navarro Anguilo.

En el recurso 54/81, el Procurador don Pedro Antonio Pardillo 
Larena, en nombre y representación de doña Angela García Es­
pinosa, doña Antonia Escola Escola, doña Consuelo Dfez Sanz, 
don Ramón Ventura Fonollosa, don Fidenclo Sierra Calero, don 
Luis Iniesta Ibáñez, doña María José García Bunguesa, doña Ma­
ría Dolores González Vilella, don Jaime Marimón Rubio, don 
Francisco Soriano Martínez, don Victorio Rodríguez Macías, don 
Jaime Salesa Serrano, don Enrique Estivalis Nicolás, doña María 
Carmen Maurel Viger, don Alfonso Vállelo Ariza, don Francisco 
Pluma Peña, doña Antonia Martínez Ar|ol, doña Carmen Abadías 
Jordán, doña Ramona Campaña Sanz, doña Catalina-Julia Gon­
zález Sierra, don Juan Manuel García Martínez, don Augusto 
Juan Sabaté, don Marcelino Luján Aróvalo, doña Elena Montse­
rrat Fernández Alvarez, don Jesús Cotos Lorenzo, doña María 
del Carmen Cruz Soto, don Fidel Pérez Jareño y don Pedro Sie­
rra García.

En el recurso número 04/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de doña Beatriz Es- 
cofet Tapia, don Manuel Aragoneses Andreu, don Agustín-Rafael 
Pascual Benes y don Raúl Osvaldo Flores Vázquez.

En el recurso número 80/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don Juan Salorio 
García, doña Isabel Segovla Herrero, doña Esperanza Maestre 
Bravo y doña Encarnación Pérez Gaínza,



En el recurso número 202/81, el Procurador don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, en nombre y representación de don Pedro Vidal 
Roig, doña Angela Maíllo Rodrigue’,, don Jacinto González Caba- 
nillas, don Gregorio Moreno González, don Francisco García 
Amezcúa, doña Matilde Linares Romero, doña Josefa Fortuny Es- 
camilla, don Miguel Moya Mata, don Juan Sánchez Tena, don 
Angel Prieto Fernández, don Manuel Bleda Belmonte, don Luis 
Ariza Rodríguez y don Pedro Soler Vidal.

Defendidos por los Letrados don José Federico de Carvajal, 
don Francisco García-Mont Marañes, doña Nieves Casajuana Bo­
tines y don Rafael Senra Biedma.

Habiendo comparecido en todos ellos el Fiscal ante este Tri­
bunal, siendo Ponente el Magistrado excelentísimo señor don 
Angel Escudero del Corral, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. ANTECEDENTES

1. El Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta Ce- 
brián, en nombre de don Sebastián Auger Duró presentó ante 
este Tribunal los siguientes recursos de amparo

1. °) El día 11 de marzo de 1981, registrado con el número 
31/81, que fue admitido a trámite por providencia de la Sección 
Segunda de la Sala Primera de 9 de abril de 1981.

2. °) El dia 25 de abril de 1981, registrado con el número 
52/81, que fue admitido a trámite por lá Sección referida, al 
igual que los restantes que se mencionan, por providencia de 
27 de mayo de 1981.

3. ° El día 29 de abril de 1981, registrado con el número 
54/81, admitido por providencia de 27 de mayo de 1981.

4. ° El día 11 de mayo de 1981, registrado con el número 
64/81, admitido por providencia de 20 de mayo de 1981.

5. °) El día 21 de mayo de 1981, registrado con el número 
89/81, admitido por providencia de 3 de junio de 1981.

6. ° El dia 10 de julio de 1981, registrado con el número 
200/81, admitido a trámite por providencia de 17 de septiembre 
de 1981.

7. ° El día 10 de julio de 1981, registrado con el número 
201/81, admitido a trámite por providencia de 22 de julio de 1981.

8. ° El día 10 de julio de 1981, registrado con el número 
202/81, admitido a trámite por providencia de 22 de julio de 1981.

9. ° El día 4 de febrero de 1982, registrado con el número 
34/82, admitido a trámite por providencia de 24 de febrero de 1982.

10. El día 21 de abril de 1982, registrado con el número 
141/82, admitido a trámite por providencia de 12 de mayo de 1982.

Dichos recursos fueron acumulados por auto dictado por la 
Sala Primera de este Tribunal dictado el día 23 de marzo de 
1983 y por auto de la misma fecha, se acordó que no había 
lugar a suspender la ejecución solicitada por el recurrente 
señor Auger Duró en los correspondientes procesos acumulados.

2.“ Los hechos de las respectivas demandas, en extracto, 
son como se indica a continuación:

En el recurso de amparo número 31/81 se hacía constar, 
en síntesis, lo siguiente: i.°) Con fecha 10 de abril de 1980 di­
versos trabajadores de la Empresa «Mundo Ediciones Deporti­
vas, S. A.» formularon demanda en reclamación de salarios 
adeudados por la Empresa contra don Sebastián Auger Duró, 
la Empresa citada y otras ocho empresas distintas del Grupo 
Mundo, señalándose para la celebración del juicio ante Magis­
tratura el día 5 de noviembre de 1980, que tuvo lugar al día 
siguiente y no compareciendo en dicho acto los demandados 
no citados. La sentencia dictada por la Magistratura de Tra­
bajo número 13 de Barcelona, con fecha 6 de noviembre de 
1980, acogía íntegramente la demanda y condenaba a los de­
mandados a abonar la suma de nueve millones ciento doce mil 
ochocientas setenta y cinco pesetas. 2.°) Notificar dicha sen­
tencia el día 13 de noviembre, don Sebastián Auger Duró in­
tentó recurrir en súplica para ante el Tribunal Central de 
Trabajo, depositando la cantidad de 2.500 pesetas a disposición 
de la Magistratura, acordándose por providencia de ésta de 19 
de noviembre de 1980 la no admisión del recurso de suplica­
ción promovido, por no haber consignado las cantidades de­
terminadas en el artículo 154 de la Ley de Procedimiento La­
boral, es decir, la cantidad objeto de la condena y el 20 por 
100 más. De nuevo, formula la representación del señor Auger 
Duró recurso de reposición contra esta última providencia, que 
es desestimado por auto de la Magistratura de Trabajo número 
13 de Barcelona, de 4 de diciembre de 1980. 3.°) Contra el auto 
citado formuló don Sebastián Auger recurso de queja presen­
tado en dicha Magistratura para ante el Tribunal Central de 
Trabajo, dictando la Magistratura de Trabajo número 13 de 
Barcelona nueva providencia el día 22 de diciembre de 1980, 
que declaró no haber lugar a tramitar recurso de queja por 
deberse haber entablado ante aquel Tribunal. Se formuló de 
nuevo recurso de reposición contra esta última providencia, que 
fue desestimado por auto de 9 de febrero de 1901.

En el recurso de amparo número 52/81 se hacía constar, 
resumidamente: l.°) Con fecha 25 de marzo de 1980 diversos 
trabajadores de la Empresa «Ilustración, S. A», formularon 
demanda de reclamación de cantidad por razón de salarios 
adeudados por la empresa contra don Sebastián Auger Duró, 
la Empresa «Ilustración, S. A.», y ocho empresas distintas del 
Grupo Mundo, celebrándose el juicio oral ante la Magistratura 
de Trabajo número 12 de Barcelona el día 1 de julio de 1980. 
2.°) La sentencia dictada el día 22 de julio de 1980 acogió

íntegramente la demanda y condenó a los demandados a abo­
nar en forma solidaria, diversas cantidades que ascendían a un 
total de ocho millones, doscientas ochenta y cuatro mil sete­
cientas cuarenta y una pesetas. Notificada dicha sentencia el 
dia 29 de julio de 1980 se anunció por don Sebastián Auger 
Duró recurso de suplicación ante el Tribunal Central de Tra­
bajo, depositando dos mil quinientas pesetas a disposición de 
la Magistratura de Trabajo número 12 de Barcelona. 3.°) Por 
providencia de 31 de julio de 1980 de la Magistratura de Tra­
bajo número 12 de Barcelona se denegó la interposición del 
recurso por no acompañar el depósito previsto en el artículo 
154 de la LPL y habiéndose formulado recurso de reposición 
contra la citada providencia fue desestimado por auto de 22 
de diciembre de 1980, dictado por la misma Magistratura.. 4.°) 
Contra el auto citado formuló don Sebastián Auger Duró recur­
so de queja ante el Tribunal Central de Trabajo, que fue deses­
timado por auto de dicho Tribunal de fecha 4 de marzo de 1981.

Los hechos consignados en el recurso de amparo número 
54/81 son los siguientes: l.°) Con fecha 9 de abril de 1980 
diversos trabajadores de la Empresa «Distribución ■ Controlada, 
Sociedad Anónima», formularon demanda en reclamación de 
cantidad, por razón de salarios adeudados por la Empresa 
contra don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Distribución 
Controlada, S. A.» y ocho empresas distintas del Grupo Mundo, 
celebrándose el juicio oral ante la Magistratura de Trabajo 
número 8 de Barcelona el día 2 de julio de 1980. 2.°) La sen­
tencia dictada por el titular de dicha Magistratura acogió ínte­
gramente la demanda y condenó a los demandados a abonar 
en forma solidaria diversas cantidades que ascienden a un 
total de cinco millones, setecientas ochenta y ocho mil dos­
cientas setenta y ocho pesetas. Notificada dicha sentencia se 
anunció por don Sebastián Auger Duró recurso de suplicación 
ante el Tribunal Central de Trabajo, depositando dos mil qui­
nientas pesetas a disposición de la Magistratura de Trabajo 
número 6 de Barcelona. 3.°) Por providencia de 7 de octubre 
de 1980, dictada por la Magistratura referida, se denegó la in­
terposición del recurso por no acompañar el depósito previsto 
en el artículo 154 de la LPL y habiéndose formulado recurso 
de reposición contra la citada providencia, fue desestimado por 
auto de 9 de enero de 1981. 4 °) Se formula, con posterioridad, 
recurso de iqueja ante el Tribunal Central de Trabajo, que fue 
desestimado por auto de dicho Tribunal de 10 de marzo de 1981.

En el recurso de amparo número 64/81 se hacía constar, en 
síntesis, lo siguiente: l.°) Con fecha de 22 de abril de 1980 
diversos trabajadores de la Empresa «Industrias Gráficas G. M., 
Sociedad Anónima», formularon demanda en reclamación de 
cantidad por razón de los salarios adeudados por la Empresa 
contra don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Industrias Grá­
ficas G. M., S. A.» y ocho empresas distintas del Grupo Mundo, 
celebrándose el juicio oral ante la Magistratura de Trabajo 
número 3 de Barcelona el día 28 de noviembre y la sentencia 
dictada con esa fecha condenaba a los demandados al pago de 
sumas que importaban aproximadamente diez millones de pe­
setas. 2°) Notificada dicha sentencia, se anunció por don 
Sebastián Auger Duró recurso de suplicación ante el Tribunal 
Central de Trabajo, depositando dos mil quinientas pesetas a 
disposición de la Magistratura número 3 de Barcelona. Por 
providencia de 17 de diciembre de 1980 se denegó, por dicha 
Magistratura la interposición del recurso, por no acompañarse 
el depósito previsto en el artículo 154 de la LPL. 3.°) Recurrida 
en reposición dicha providencia fue desestimada por auto de 
la Magistratura de Trabajo de 30 de enero de 1981. Contra esta 
última resolución formuló don Sebastián Auger Duró recurso 
de queja ante el Tribunal Central de Trabajo, que fue deses­
timado por auto del Tribunal de 20 de marzo de 1981.

En el recurso de amparo número 89/81 se hace constar en sín­
tesis, lo siguiente: l.°) Que con fecha 30 de enero de 1980, diversos 
trabajadores de la Empresa «Documentación Periodística, Socie­
dad Anónima», formularon demanda en reclamación de cantidad 
por razón de salarios adeudados por la Empresa contra don Se­
bastián Auger Duró, la Empresa «Documentación Periodística, So­
ciedad Anónima», y ocho Empresas distintas del Grupo Mundo, 
celebrándose el juicio oral el dia 27 de noviembre de 1979 ante 
la Magistratura de Trabajo número 12 de Barcelona, en autos 
número 439/80. 2." La sentencia dictada el día 13 de enero de 
1980 condenó solidariamente a todos los demandados al pago de 
sumas que ascienden a unos tres millones de pesetas. Notificada 
la sentencia, se anunció por don Sebastián Auger Duró recurso 
de suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo, depositando 
dos mil quinientas pesetas a disposición de la Magistratura de 
Trabajo número 12 de Barcelona. 3.°) Por providencia de 22 de 
enero de 1981 se denegó la interposición del recurso, por no acom­
pañar el depósito previsto en el artículo 154 de la LPL e inter­
puesto recurso de reposición contra la providencia de referencia 
fue desestimada por auto de 16 de febrero de 1981, dictada por 
la misma Magistratura. 4.°) Contra el auto citado formuló don 
Sebastián Auger Duró recurso de queja ante el Tribunal Central 
de Trabajo, que fue desestimado por auto de 8 de abril de 1981.

En el recurso de amparo número 200/81 se hace constar en 
sintesis, lo siguiente: l.°) Que diversos trabajadores de la Em­
presa «Barcelona Press, S. A.» formularon demanda en redama­
ción de cantidad, por razón de salarios adeudados por la Em­
presa contra don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Barcelona 
Press, S. A.» y nueve Empresas distintas del Grupo Mundo, tam­
bién Sociedades Anónimas, dictándose por el titular de la Ma­
gistratura número 8 de Barcelona, sentencia con fecha de 11 de 
diciembre de 1980 que acogiendo íntegramente la demanda, con-



denaba a los demandados al pago de diversas sumas que ascen­
dían a un total de siete millones setecientas veinte mil novecien­
tas treinta y dos pesetas y notificada dicha sentencia don Sebas­
tián Auger Duró anunció su intención de interponer recurso de 
suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo, depositando dos 
mil quinen tas pesetas a disposición de la Magistratura de Tra­
bajo número 8 de Barcelona. 2.°) Por providencia de dicho Orga­
no jurisdiccional de 22 de enero de 18fl se denegó la interposi­
ción del recurso por no haber formulado el depósito previsto en 
el artículo 154 de la LPL. y habiéndose formulado recurso de re­
posición contra esta última providencia fue desestimado por auto 
de 5 de marzo de 1981. 3.°) Recurrido en queja ante el Tribunal 
Central de Trabajo, por auto de 13 de mayo de 1981, se desestimó 
por dicho Organo jurisdiccional el recurso promovido.

En el recurso de amparo número 201/81 se hacía constar en 
síntesis, lo siguiente: l.°) Con fecha de.10 de abril de 1980, diver­
sos trabajadores de la Empresa «Documentación Periodística, So­
ciedad Anónima», formularon demanda en reclamación de can­
tidad por razón de los salarios adeudados por la Empresa con­
tra don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Documentación' Pe­
riodística, S. A.» y ocho Empresas distintas del Grupo Mundo. 
2.°) La sentencia dictada en los autos 028/80 de la Magistratura 
de Trabajo número 10 de Barcelona, en fecha 14 de noviembre de 
1980 acogió íntegramente la demanda y condenó a los demanda­
dos a pagar a los trabajadores sumas superiores a los tres mi­
llones de pesetas. Notificada, dicha sentencia, con fecha de 4 de 
febrero de 1981 anunció don Sebastián Auger Duró la intención 
de recurrir en suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo, 
depositando dos mil quinentas pesetas, a disposición de la Magis­
tratura de Trabajo número 10 de Barcelona. 3.°) Por providencia 
de 4 de febrero de 1981 se denegó la interposición del recurso por 
incumplimiento de lo previsto en el artículo 154 de la LPL y for­
mulado recurso de reposición contra dicha providencia fue deses­
timado por auto de la Magistratura de 3 de marzo de 1981. 
4.°) Contra el auto citado interpuso don Sebastián Auger Duró 
recurso de queja ante el Tribunal Central de Trabajo, que fue 
desestimado por auto de dicho Tribunal de 24 de abril de 1981, no­
tificado el día 15 de junio de 1981.

En el recurso de amparo número 202/82 se hacía constar lo 
siguiente, en síntesis: l.°) Diversos trabajadores de la Empresa 
«Inmobiliaria del Grupo Mundo, S. A.» formularon reclamación 
de cantidad, por razón de los salarios adeudados por la Empresa, 
por don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Inmobiliaria Grupo 
Mundo, S. A.» y otras ocho Empresas del Grupo, dictando la 
Magistratura de Trabajo número 10 de Barcelona en el proce­
dimiento número 376/80, sentencia con fecha de 14 de noviembre 
de 1980 en la que acogiendo íntegramente la demanda condenaba 
a los demandados a pagar solidariamente sumas aproximadas a 
tres millones de pesetas (exactamente 2.754.961 pesetas). 2.°) Por 
escrito de 29 de enero de 1981, el señor Auger anunció la inten­
ción de interponer recurso de suplicación ante el Tribunal Cen-- 
tral de Trabajo depositando dos mil quinientas pesetas, ante la 
Magistratura de Trabajo número 10 de Barcelona, que dictó pro­
videncia el mismo día, desestimando el recurso por no haberse 
consignado las cantidades determinadas en el artículo 154 de la 
LPL y formulado recurso de reposición, fue desestimado por auto 
de 3 de marzo de 1981. 3.° Interpuesto recurso de queja fue de­
sestimado por auto del Tribunal Central de Trabajo dé 24 de abril 
de 1981, que fue notificado el día 20 de junio de 1981.

En el recurso de amparo número 34/82 se hacía constar en 
síntesis, lo siguiente: 1°) Que con fecha de 29 de enero de 1980 di­
versos trabajadores de la Empresa «Ediciones Catalunya Express, 
Sociedad Anónima», formularon reclamación de cantidad por ra­
zón de salarios adeudados por la Empresa contra don Sebastián 
Auger Duró, la Empresa «Ediciones Catalunya Express, Sociedad 
Anónima», y ocho Empresas distintas del Grupo Mundo y tras 
varias suspensiones del juicio, la Magistratura de Trabajo nú­
mero 13 de Barcelona, en los autos 394/80 dictó sentencia con 
fecha de 29 de mayo de 1981, que acogía íntegramente la demanda 
y condenaba solidariamente a los demandados al pago de sumas 
superiores a los dos millones de pesetas. Notificada dicha sen­
tencia, se anunció por don Sebastián Auger la intención de re­
currir en suplicación ante él Tribunal Central de Trabajo, depo­
sitando dos mil quinientas pesetas, a disposición de la Magistra­
tura citada. 2.°) Por providencia de 10 de junio de 1981 se denegó 
la interposición del recurso, por no acompañar^ el depósito pre­
visto en el artículo 154 de la LPL. Recurrida en reposición la 
providencia fue desestimada por auto de la Magistratura de 
Trabajo de 3 de julio de 1981. 3.°) Formulado recurso de queja 
ante el Tribunal Central de Trabajo, fue resuelto por auto de 
dicho Tribunal de 11 de diciembre de 1981, que desestimó el 
recurso.

Finalmente en el recurso de amparo número 141/82 se señala­
ba que¡ l.°) Con fecha de 27 de marzo de 1980 diversos trabaja­
dores de «Inmobiliaria Grupo Mundo, S. A.» formularon demanda 
en reclamación de cantidad de ocho millones doscientas mil dos­
cientas cuarenta y cinco pesetas, por razón de salarios adeudados 
contra don Sebastián Auger Duró, la Empresa «Inmobiliaria Gru­
po Mundo, S. A.» y ocho Empresas más de este Grupo, y con fe­
cha de 26 de junio de 1980, diversos trabajadores de la Empresa 
«Ediciones Catalunya Express, S. A.», Entidad editora del perió­
dico «Catalunya Express» formularon una demanda de contenido 
igual, en reclamación de siete millones quinientas ochenta y una 
mil cuatrocientas noventa y una pesetas. 2.°) El juicio oral se 
celebra el día 18 de diciembre de 1980, ampliándose la demanda 
al trabajador don Juan Llorca Sales y renunciándose en dicho 
acto a las diferencias de mensualidades correspondientes a no­

viembre de 1979, diciembre de 1979 y paga extra de 1979. 3.°) La 
Magistratura de Trabajo número 11 de Barcelona, en los autos 
acumulados números 632/80 y 1.117/80, dictó sentencia, con fecha 
de 23 de diciembre de 1980, en la que recogía íntegramente la 
fundamentación de la sentencia dictada por la Magistratura de 
Trabajo número 12 de Barcelona, en los autos 028/80 y condenaba 
solidariamente a los demandados al pago de cantidades que as­
cendían a ocho millones doscientas treinta y ocho mil ochocientas 
ocho pesetas. Interpuesto recurso de suplicación contra sentencia 
fue admitido a trámite por providencia de 9 de enero de 1981, for­
mulándose contra esta providencia recurso de reposición por los 
demandantes que fue desestimada por auto de 13 de febrero de
1981 de la Magistratura de Trabajo número 11 de Barcelona. 
4.°) Interpuesto recurso de queja fue dictado auto, por el Tribu­
nal Central de Trabajo en el recurso número 398/82 con fecha 
13 de marzo de 1982, que fue notificado con fecha 26 de marzo de
1982 y en él se declaraba inadmisible el recurso de suplicación 
promovido, por no haberse consignado ante la Magistratura de 
Trabajo al recurrir la cantidad objeto de la condena y un veinte 
por ciento más según lo dispuesto en el artículo 154 de ia Ley 
de Procedimiento Laboral.

3.° Las alegaciones jurídicas de las demandas interpuestas 
se fundamentan, en síntesis, en los siguientes criterios:

1) En la demanda de amparo del recurso número 31/81 se 
señala:

I) Infracción por la Magistratura de Trabajo del artículo 24 
de la CE.

Esta norma concede salvaguarda al derecho del ciudadano 
para obtener tutela efectiva de la Administración de Justicia 
en defensa de sus derechos e intereses, y entre otras formas, 
utilizando los recursos legales para evitar resoluciones unilate­
rales con abuso jurídico.

Por otro lado, el ciudadano luego de demandar tiene derecho 
a ser citado y oído en el proceso, respetando el principio de 
contradicción, y en el caso objeto del amparo se celebró el 
juicio sin su asistencia, por ser citado para día ¡distinto de 
aquél en que se celebró.

Tal norma admite también que todo proceso se desarrolle 
al menos en doble instancia para reparar los desvíos interpre­
tativos.

Y evita por fin que obstáculos económicos imposibiliten el 
acceso a la Administración de Justicia.

II) Infracción del principio de contradicción:

Insiste en que nadie puede ser condenado sin ser oído y 
vencido en juicio, una vez vigente la Constitución, reiterando 
la misma argumentación que en el punto anterior sobre la 
disarmonía entre citación y juicio, habiendo llegado el Magis­
trado a establecer por la falta de comparecencia, una ficta 
confessio.

III) Denegación de justicia al impedirse al recurrente la 
utilización de los recursos legales:

No se tramitó luego de la sentencia de Magistratura, el 
recurso de suplicación por decisión del Magistrado, haciendo 
una interpretación del artículo 154 de la LPL incorrecta, siendo 
nula tal norma de acuerdo con el artículo 24 de la CE.

Proclama que' los recursos ante los Tribunales -superiores 
constituyen la mejor garantía de una tutela efectiva de los 
derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, para corregir 
las decisiones de los órganos jurisdiccionales unilaterales, por 
i o que la doble instancia se encuentra establecida en todos 
los ordenamientos jurídicos. Por lo que el recurso de apelación 
está incluido en el artículo 24.1 de la CE, y de no concederse 
procede su amparo.

Asegura que el proceso seguido ante la Magistratura negó 
al recurrente de amparo poder - pedir una revisión de la reso­
rción dictada sin su previa audiencia, al no permitirle ejer­
citar ,el recurso de suplicación para ante el TCT, no siendo 
válido prejuzgar definitivamente la cuestión, en contra de la 
afirmación del recurrente de no ser empresario, por lo que no 
staba obligado a consignar la cantidad objeto de condena y 

-1 2o por loo más, ya que se le considera como tal, al exigirle 
. sa consideración.

Entiende que la doctrina general establecida en el auto de 
i de diciembre de 1980, de que únicamente los trabajadores 
stán exentos de constituir depósitos para interponer recurso 
le suplicación, es manifiestamente inconstitucional, Infringien­

do los artículos 14 y 24 de la CE, pues establece una peligrosa 
iscriminación entre los trabajadores y los restantes ciudada­

nos españoles, oreando dos clises de ciudadanos, con lesión 
del principia de igualdad y del derecho a la tutela efectiva.

Precisa que ni la ley ni la jurisprudencia de los Tribunales 
laborales exigen la constitución de depósito a quien no sea 
mpresario. Por lo que el recurrente en amparo al fundar su 

i ecurso en no ser eñipresario no tenía porqué consignar el 
importe de la condena y el recargo, pues lo contrario generaría 
indefensión procesal, tanto mayor cuanto más elevada fuera la 
cuantía de la cantidad a consignar.

Niega que el señor Auger reúna la condición de empresario 
respecto a los trabajadores demandantes en el proceso laboral,



porque lo eran de una sola Empresa constituida en Sociedad 
Anónima, lo que le impedía tener aquella condición de empre­
sario, citando al efecto el artículo 1 del Estatuto de los Traba­
jadores.

Finalmente insiste en entender que el artículo 154 de la 
LPL es nulo por oponerse a los indicados artículos 14 y 24.1 de 
la CE.

IV) La indefensión ha resultado incrementada ante la pe- 
gativa de la Magistratura a tramitar él recurso de queja, que 
ante la misma presentó, no tramitándola ni enviándola al TCT, 
por decir que tenía que formalizarse ante este órgano judicial, 
pues en principio admitió tal queja, debiendo haberla inadmi­
tido el mismo día de la presentación, para que notificándole 
rápidamente la decisión tener dos días o al menos uno para 
subsanar .el defecto presentando la queja ante el TCT.

V) Otros defectos esenciales de forma y fondo que han 
producido indefensión; son para el recurrente:

a) La infracción del principio de congruencia, al preten­
derse en la demanda la condena del señor Auger como pro­
pietario del Grupo Mundo, y condenarle en sentencia como 
empresario de los actores. Por otra parte, en la demanda no 
se afirma la situación de suspensión de pagos del señor Auger 
y, sin embargo, la sentencia declara probado que las Entida­
des denunciadas se encuentran en situación de suspensión de 
pagos.

b) Infracción, del artículo 38 de la CE por ser la sentencia 
de la Magistratura de Trabajo número 13 de Barcelona una reso­
lución en la que no se reconoce la libertad de creación de em­
presas y ser contrario a las exigencias de la economía general.

c) Infracción del articulo 1 de la Ley de Sociedades Anóni­
mas, al constituir la sentencia impugnada un ataque directo 
a las instituciones básicas del ordenamiento jurídico contempo­
ráneo, al condenar al señor Auger, que es únicamente socio y 
aún no mayoritario de las empresas demandadas.

d) Infracción del artículo 260 de la Ley de Enjuiciamiento Ci­
vil, ya qué el artículo 24.1 de la CE no puede aplicarse en 
forma distinta a las partes a los Tribunales y el incumpli­
miento de los plazos procesales por los Tribunales de Justicia 
es una práctica que impide la efectividad de los derechos de los 
ciudadanos, determinando una absoluta indefensión.

2) Los mismos argumentos se reiteran en los sucesivos re­
cursos referidos a las infracciones de las Magistraturas y del 
Tribunal Central de Trabajo, sólo en cuanto a la exigencia de 
consignación para recurrir en suplicación ante el TCT según 
el artículo 154 de la LPL y no en cuanto al tema sobre defecto 
en la citación y órgano ante quien presentar el recurso de 
queja, pues éstas son exclusivas del recurso 31/81.

En el recurso de amparo número 52/81 se hace referencia 
a una denegación de justicia por parte de la Magistratura de 
Trabajo número 12 de Barcelona y por el Tribunal Central de 
Trabajo, aludiéndose a la vulneración del artículo 24 de la CE 
y a los artículos 38 de la CE y 1 de la Ley de Sociedades 
Anónimas.

En el recurso de amparo número 54/81 se alude a una in­
fracción por la Magistratura de Trabajo número 6 de Barcelona 
y por el Tribunal Central de Trabajo de los artículos 14 y 24.1 
de la CE. Se citan igualmente como infringidos los artículos 38 
de la CE y 1 de la Ley de Sociedades Anónimas.

En el recurso de amparo número 89/81, citando los mismos 
artículos como infringidos imputa esta vulneración a la Ma­
gistratura de Trabajo número 12 de Barcelona y al Tribunal 
Central de Trabajo. En el recurso de amparo número 200/81 
se atribuye la infracción a la Magistratura de Trabajo número 8 
de Barcelona y al Tribunal Central de Trabajo. A~ este órgano 
jurisdiccional y a la Magistratura de Trabajo número 10 de 
Barcelona en el recurso de amparo número 201/81.

En el recurso de amparo número 202/81 se señala como cau­
sante de la i afracción de los preceptos constitucionales citados 
y de la legislación ordinaria la Magistratura de Trabajo nú­
mero 12 de Barcelona y el Tribunal Central de Trabajo. Final­
mente, en el recurso de amparo número 34/82 se alude a la 
Magistratura de Trabajo número 13 de Barcelona y al Tribunal 
Central de Trabajo y a la Magistratura de Trabajo número 11 
de Barcelona, en el recurso de amparo número 141/82.

4.°) Las pretensiones suplicadas y las resoluciones recurri­
das son las siguientes:

La pretensión del recurso de amparo número 31/81 se cen­
tra en que se declare la violación del derecho de defensa de 
don Sebastián Auger Duró en el proceso seguido por don 
Francisco José Castellanos Vila y otros, contra el primero, ante 
la Magistratura autos número JJ35/80, por hallarse infringido 
el artículo 24.1 de la CE, al omitirse la preceptiva citación 
para el acto de juicio Y que se violó en el citado proceso, el 
derecho del señor Auger a formular recurso de suplicación 
contra la sentencia dictada el dia 6 de noviembre de 1680, por 
la Magistratura número 13 de Barcelona debiéndose declarar 
la nulidad de la providencia de 19 de noviembre de 1980. Fi­
nalmente, se solicita que se declare el derecho a la tutela 
efectiva de los Tribunales con la nulidad de la sentencia citada.

La pretensión del recurso de amparo número 52/81 se centra 
en que se declare la violación, en los autos número 628/80 
seguidos ante la Magistratura de Trabajo número 12 de Bar­

celona, del derecho a utilizar don Sebastián Auger Duró el 
recurso' de suplicación contra la sentencia dictada el día 22 
de julio de 1980 y a los efectos de amparar dicho derecho, se 
decreta la nulidad de la providencia de 31 de julio de 1980. 
Asimismo, el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela 
efectiva por parte de los jueces y tribunales, y que se decla­
rase la nulidad de la sentencia de 22 de julio de 1980.

La pretensión del recluso de amparo número 54/81 se centra 
en que se declare la violación, en los autos 841/80, seguidos 
ante la Magistratura de Trabajo número 6 de Barcelona del 
derecho a utilizar don Sebastián Auger Duró el recurso de su­
plicación contra la sentencia dictada el día 22 de septiembre 
de 1980 y a los efectos de amparar dicho derecho, se decrete la 
nulidad de la providenclia de 7 de octubre de 1980. Asimismo, 
el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela efectiva por 
parte de los jueces y tribunales y que se declarase la nulidad 
de la sentencia de 22 de septiembre de 1980.

La pretensión del recurso de amparo número 64/81 se cen­
tra en que se declare la violación, en los autos seguidos con 
el número 635/80 en la Magistratura de Trabajo número 3 de 
Barcelona y del Tribunal Central de Trabajo, del derecho a 
utilizar don Sebastián Auger, el recurso de suplicación contra 
sentencia dictada por la Magistratura el día 28 de noviembre 
de 1980, y a los efectos de amparar dicho derecho, se decrete 
la nulidad de la providencia de 17 de diciembre de 1980. Asi­
mismo, el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela 
efectiva por parte de los jueces y tribunales y que se declarase 
la nulidad de la sentencia de 28 de noviembre de 1980.

La pretensión del recurso de amparo número 89/81 se centra 
en que se declare la violación, en los autos número 439/80 
seguidos ante la Magistratura de Trabajo número 12 de Bar­
celona del dere.cho de utilizar don Sebastián Auger el recurso 
de suplicación contra la sentencia dictada el día 13 de enero 
de 1980 y a los efectos de amparar dicho derecho se decrete la 
nulidad de la providencia de 22 de enero de 1981. Asimismo, 
el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela efectiva por 
parte de los jueces y tribunales y que se declarase la nulidad 
de la sentencia de 13 de enero de 1980.

La pretensión del recurso de amparo número 200/81 se 
centra en que se declare la violación, en los autos número 
632/80 seguidos anie la Magistratura de Trabajo número 8 de 
Barcelona, del derecho a utilizar don Sebastián Auger el re­
curso de suplicación contra la sentencia dictada el día 11 de 
diciembre de 1980 y a los efectos de amparar este derecho se 
decrete la nulidad de la providencia de 22 de enero de 1981. 
Asimismo, el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela 
efectiva por parte de los jueces y tribunales y que se decla­
rase la nulidad de la sentencia de 11 de diciembre de 1980.

La pretensión del recurso de amparo número 201/81 se cen­
tra en que se declare la violación, en los autos números 628/ 
80 seguidos ante la Magistratura de Trabajo número 10 de Bar- 

. celona, del derecho a utilizar don Sebastián Auger Duró el
recurso de suplicación contra la sentencia dictada el día 14
de noviembre de 1980 y a los efectos de amparar dicho derecho 
se decrete la nulidad de la providencia, de 4 de febrero de 
1981. Asimismo, el recurrente solicita el derecho a obtener la 
tutela efectiva de los jueces y tribunales y que se declarase 
la nulidad de la sentencia de 14 de noviembre de 1980. i

La pretensión del recurso de amparo número 202/81 se cen­
tra en que se declare la violación en los autos número 378/80, 
seguidos ante la Magistratura de Trabajo número 10 de Bar­
celona del derecho a utilizar don Sebastián Auger Duró el
recurso de suplicación contra la sentencia dictada el día 14
de noviembre de 1980 y a los ,efectos de amparar dicho derecho, 
se decreta la nulidad de la providencia de 29 de enero de 1981. 
Asimismo, el recurrente solicita el derecho a obtener la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales y que se declarase la nu­
lidad de la sentencia de 14 de noviembre de 1980.

En el recurso número 34/82, la petición de amparo se cen­
tra en que se declare, por infracción del articuló 24.1 de la CE, 
la nulidad de la sentencia de 29 de mayo de 1901 y el auto 
del Tribunal Central de Trabajo de 11 de diciembre de 1981, 
esta última declaración de modo subsidiario y en uno y otro 
caso con la anulación de las actuaciones posteriores. A dicha 
petición se unía la de que se declarase, en los autos 394/80, 
seguidos ante la Magistratura de Trabajo número 13 de Barce­
lona, el derecho a utilizar don Sebastián Auger Duró el recurso 
de suplicación contra la sentencia dictada por la Magistratura

La pretensión del amparo instado en el recurso número 
141/82 por don Sebastián Auger, cuyo otorgamiento se postula 
se centra en que, por una parte, se declare la'violación en los 
autos acumulados números 632/80 y 1.117/80 seguidos ante la 
Magistratura número 11 de Barcelona por varios trabajadores 
de las empresas «Inmobiliaria Grupo Mundo, S. A.» y «Edi­
ciones Cataluña Express, S. A.», del derecho del recurrente en 
amparo a utilizar el recurso de suplicación contra la sentencia 
de la Magistratura de Trabajo número 11 de Barcelona de 23 
de diciembre de 1980, declarando infringido el artículo 24.1 de 
la CE y a los efectos de amparar dicho derecho, se decrete la 
nulidad del auto dictado por el Tribunal Central de Trabajo 
con fecha de 13 de marzo de 1982, en el recurso 398/82, devol­
viendo el proceso a dicho Tribunal para que lo continúe con 
arreglo a derecho y, por otra parte, se pretende que se de­
clarase la violación en dicho proceso del derecho de don Se­
bastián Auger a obtener la tutela efectiva de los Tribunales, 
por infracción del artículo 24.1 de la CE y a los efectos de 
amparar dicho derecho, se decrete la nulidad de la sentencia



de 23 de diciembre de 1980, dictada por la Magistratura de 
Trabajo número 11 de Barcelona, devolviendo el proceso a di­
cha Magistratura para que lo continúe con arreglo a derecho.

5.°) Por providencia de 23 dé marzo de 1983 se tuvo por re­
cibidas las actuaciones- remitidas por el Tribunal Central de 

-Trabajo y las Magistraturas de Trabajo ,y a tenor del artículo 
. 52 de la LOTO se dio un plazo de veinte días al Ministerio 
Fiscal y a los Procura'dores señores Zulueta Cebrián y Pardillo 
Larena, personados en el proceso para que presentasen alega­
ciones.

A) El Fiscal ante el Tribunal Constitucional ppr escrito 
de 20 de abril de 1983 despachando el trámite conferido para 
alegaciones, formula los siguientes hechos que, en síntesis, son 
los siguientes:

1) Don Sebastián Auger Duró fue demandado en diversos 
procesos laborales ante las Magistraturas de Trabajo de Barce­
lona, por reclamación de cantidades, juntamente con las em-
'presas '•Industrias Gráficas Grupo Mundo, S. A »; «Barcelona 
Press, S. A »; «Ilustración Gráfica Mundo, S. A.»; «Cataluña 
Express, S.*A »; «Mundo Ediciones Deportivas, S. A.»; «Distri­
bución Controlada, S. A »; «Documentación Periodística, S. A.»; 
«Inmobiliaria Mundo, S. A.», y «Ediciones Mundo. S. A.»

Las distintas Magistraturas de Trabajo dictaron sentencias 
en las que se condenaba «conjunta y solidariamente» a todos 
los demandados al abono en favor de los trabajadores de las 
cantidades que en cada caso se especificaban.

2) Por el hoy demandante, en amparo se intentó recurso de 
suplicación sin que a tal efecto se efectuara el depósito pre­
vio de la cantidad objeto de condena incrementada en el 20 
por 100 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 154 de la 
Ley de Procedimiento Laboral, texto refundido aprobado por 
Real Decreto de 13 de junio de 1980.

Las Magistraturas de Trabajo, por medio de providencia, 
denegaron la admisión del recurso, acordando al propio tiem- . 
po dar al de 250 pesetas constituido el destino legal.

Instada reposición de dicha providencia fue desestimado el 
recurso por medio de auto, dándose trámite al de queja para, 
ante el Tribunal Central de Trabajo que asimismo a través 
del correspondiente auto desestimó la queja declarando la 
improcedencia de interponer recurso de suplicación contra las 
sentencias respectivas de las Magistraturas de Trabajo, en 
reclamación de cantidad.

3) De manera específica debe destacarse que en el recur­
so de amparo número 31/81 se propone una cuestión fáctica, 
no reiterada en los restantes y que se centra en el hecho de 
afirmase por el. actor que señalado el juicio laboral ante la 
Magistratura de Trabajo número 13 de las de Barcelona para 
el día 5 de noviembre de 1980, el acto tuvo lugar el día 6 
de dicho mes, produciéndose la consiguiente indefensión, lo 
que no es cierto, según consta en los autos del correspon­
diente proceso laboral.

4) Ante las decisiones de las Magistraturas de Trabajo y 
del Tribunal Central de Trabajo, se instan demandas de am­
paro constitucional que, acumuladas, se centran en presunta 
vulneración de los derechos fundamentales que se contem­
plan en los artículos 14 y 24.1 de la Constitución, por entender 
que la aplicación de lo dispuesto en el artículo 154 de la Ley 
de Procedimiento Laboral, al establecer distinciones entre tra­
bajadores y empresarios a efectos de posible admisión de re­
cursos de suplicación entraña trato discriminatorio en opo­
sición a lo establecido en el artículo 14, de una parte, y, de 
otra, que por la misma razón se produce indefensión al no 
poder acceder el condenado a instancias superiores.

Consiguientemente, se postula en todas las demandas de 
amparo la nulidad de las decisiones de las Magistraturas de 
Trabajo y del Tribunal Central en cuanto a la no admisión 
a trámite del recurso de suplicación e incluso las propias sen­
tencias de los Tribunales laborales de instancia por declarar 
empresario al entonces demandado.

Los fundamentos jurídicos, alegados por el Ministerio Fis­
cal, y en extracto son los siguientes;

l.° El tema fundamental que se somete a consideración del 
Alto Tribunal, ha sido objeto ya de diversas resoluciones, en 
especial por vía de cuestión de inconstitucionalidad número 
222/82, promovida por la Sala VI del Tribunal Supremo, cues­
tión resuelta por sentencia de 25 de enero del año en curso 
proclamando la inconstitucionalidad del depósito del 20 J>or 
100 como incremento de la consignación.

La Sala Primera del Tribunal ha tramitado diversos pro­
cesos de amparo, resueltos por vía de sentencia —nos remi­
timos a la de 28 de febrero del corriente año, recaída en re­
curso número 233/1982— y la Sala Segunda lo ha hecho en 
otros varios, si bien acudiendo al instrumento de inadmisión.

También y en este sentido se han producido autos en ■ re­
cursos de amparo números 356/82, 409/82, 434/82 y 435/82.

A juicio del Fiscal debe interesarse la estimación en parte 
de los presentes recursos de amparo, declarando improcedente 
la exigencia de constitución del depósito del 20 por 100 de 
la cantidad objeto de condena, y el derecho del actor a que 
se le conceda de nuevo plazo de cinco días por la Magistra­
tura de Trabajo correspondiente a fin de que si interesa ins­
tar recurso de suplicación, proceda a constituir el depósito 
exclusivamente por la cantidad principal objeto de dicha con­
dena, y ello sin perjuicio de las consideraciones que en orden

a supuestos de falta de medios económicos o de liquidez de 
tesorería,, verifica este Tribunal pertinentemente en su sen­
tencia de 28 de febrero de 1983, recaída en recurso de am­
paro número 233/82 ya citada, reiterando lo dicho en este 
aspecto en la cuestión de inconstitucionalidad .número 222/82 
asimismo mencionado.

2.° Resulta necesario verificar un breve examen de las 
afirmaciones que se contienen en el proceso de amparo nú­
mero 31/81 por relación a los autos laborales número 635/80, 
de que .ha conocido La Magistratura número 13 de las de 
Barcelona.

Un examen objetivo nos lleva a concluir que el acta de 
juicio oral es la que, por su condición misma, advera la 
realidad de la fecha de celebración del juicio y ello nos con­
firma la circunstancia de que si el demandado en el proceso 
laboral compareció ante la Magistratura el día 5, día de se­
ñalamiento y no vio celebrado el acto, lógicamente habría 
formulado oportuna protesta verbal o de forma escrita ante 
la no celebración del acto o, en su caso, la Magistratura ha­
bría verificado notificación de suspensión y nuevo señalamien­
to si cualquier motivo legal a ello obligó.

Consta en los autos que la Magistratura rechazó la ad­
misión a trámite del recurso de queja, por entender se había 
incidido en defecto procesal en su planteamiento. Aun en el 
supuesto de que todo ello fuera ciertamente perjudicial para 
los intereses del entonces demandado, en base a los términos 
en que la cuestión principal está propuesta en el de amparo, 
la estimación parcial de éste cubre tal defecto, ya que, como 
es sabido, y asi se ha producido en los diversos supuestos 
que se contemplan en los recursos de amparo acumulados, la 
queja, en definitiva, habría sido desestimada por el Tribunal 
Central de Trabajo.

El Fiscal del Tribunal Constitucional concluye - interesando 
que de' acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80.1, inciso pri­
mero, y 80 de la Ley Orgánica citada, en relación con el ar­
tículo 372 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se dicte sen­
tencia estimando parcialmente las demandas, con reconoci­
miento del derecho del actor a interponer recurso de supli­
cación contra las sentencias laborales de instancia, sin necesidad 
de consignar, sobre el importe de la condena, el 20 por 100, 
a cuyo fin la Magistratura de Trabajo deberá conceder plazo 
de cinco días para que, de considerarlo conveniente el inte­
resado, pueda interponer dicho recurso consignando previa­
mente la cantidad objeto de condena, en cada uno de los 
procesos laborales, en la forma que determina el artículo 154 
y concordantes de la Ley de Procedimiento Laboral.

B) Por escrito de 21 de abril de 1983, el Procurador de los 
Tribunales, don Pedro Antonio Pardillo Larena, formula las 
siguientes alegaciones:

1. a Conviene recordar que un punto fundamental que en­
marca la presente situación es que el recurrente don Sebas­
tián Auger Duró, actualmente en busca y captura y paradero 
desconocido, ha sido condenado en todas las sentencias de las 
Magistraturas de instancia en calidad de-empresario y es ne­
cesario partir de este presupuesto, pues la exigencia de las 
Magistraturas de instancia al recurrente del depósito previsto 
en el articulo 154 del texto articulado de procedimiento labo­
ral no es más que la consecuencia necesaria de la previa 
condena del mismo por su calidad de empresario.

2. a La jurisdicción laboral no aceptó la argumentación del 
recurrente de que las únicas Empresas eran las Sociedades 
Anónimas porque a través de la abundante, prueba practicada, 
recogida en los resultandos de hechos declarados probados en 
todas las sentencias, quedaba demostrado que el sujeto pa­
tronal estaba conformado indistintamente por la totalidad de 
las Sociedades y por don Sebastián Auger Duró, quien ac­
tuaba como auténtico empresario personal ejerciendo toda la 
actividad decisoria.

3. a Todas las Sociedades y el mismo recurrente don Se­
bastián Auger Duró han reconocido en todos los procedimien­
tos judiciales la autenticidad de la deuda salarial para con 
los trabajadores, oponiéndose únicamente a . la condena so­
lidaria de las Sociedades y a la condena personal de don 
Sebastián Aúger Duró, intentando utilizar la personalidad 
jurídica do las Sociedades Anónimas y la limitación de sus 
responsabilidades al capital social como un instrumento para 
conseguir la finalidad ilicita de dejar impagados parcial o 
totalmente los salarios debidos, al igual que las deudas con­
traídas con la Seguridad Social, Hacienda y terceros.

■ 4.a Entrando a analizar el fondo de la cuestión jurídica 
planteada en los recursos de amparo promovidos hay que 
señalar:

1° El artículo 154 del texto articulado de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral no puede ser analizado aisladamente.

No hay que olvidar que el mismo a->tículo 24 de la Cons­
titución invocado por el recurrente establece en su apartado 
número 2 el derecho de todos- los ciudadanos a un proceso 
público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, 
y es evidente que una modificación del articulo 154 del texto 
articulado de procedimiento laboral comportaría notables di­
laciones en los procedimientos laborales. Esta última argu­
mentación queda complementada con el hecho de que uno 
de los presupuestos fundamentales del ordenamiento laboral 
es la celeridad, como consecuencia de la situación de inferio­
ridad e indefensión económica en que se encuentra el tra­
bajador por cuenta ajena que depende de su solo salario.



2° Es criterio de esta parte que no se provoca indefen­
sión alguna al recurrente con la exigencia del depósito previo 
(mucho menos en el caso presente en que la deuda ha sido 
reconocida), sino que por el contrario constituye dicho de­
pósito una garantía necesaria para la eficacia de la sentencia 
de instancia.

La tutela efectiva de los derechos e intereses del recurren­
te, recogida en el artículo 24 de la Constitución no se encuen­
tra en absoluto conculcada por el redactado del artículo 154 
del texto articulado de procedimiento laboral, pues no se le 
impide en modo alguno el ejercitar su derecho al recurrente.

3.° La petición deducida de contrario de que se declare 
la nulidad de las sentencias dictadas en instancia y de las 
providencias impeditivas del recurso de suplicación se ins­
criben dentro de su deseo de dificultar el procedimiento de­
ejecución de las sentencias, causando graves perjuicios no 
solamente a los trabajadores, sino también al propio Estado, 
a través del Fondo de Garantía Salarial, en base a lo que ya 
se manifestó en el incidente previo de suspensión promovido 
por el recurrente.

El escrito concluye solicitando que se dicte sentencia por 
la que se niegue el amparo solicitado por el recurrente.

En nuevo' escrito de 23 de abril de 1983, don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, Procurador de los Tribunales, formula am­
pliación al escrito de alegaciones señalando en síntesis:

1) El recurrente realiza una deformación intencionada en 
la valoración de los hechos en su demanda de recurso: así, 
por ejemplo, en el párrafo final del hecho séptimo de su de­
manda! se afirma textualmente que «de lo contrario cualquier 
particular podría ser condenado, fuera o no empresario, por 
la Magistratura de Trabajo, sin darle oportunidad de justi­
ficar que no era empresario...».

Este párrafo contiene dos evidentes tergiversaciones. En 
primer lugar, la Magistratura condenó al recurrente porque 
es empresario, a tenor de lo establecido en los artículos l.° 
de la Ley de Estatuto de los TraJbaj adores y l.° del texto ar­
ticulado de procedimiento laboral. En segundo lugar, esa con­
dena ■ se produjo tras el correspondiente juicio oral al que 
asistió como demandado el recurrente.

2) En el hecho décimo de su escrito-demanda afirma el 
recurrente que la Magistratura de Trabajo número 11 de Bar­
celona dictó auto de fecha 13 de febrero de 1981, admitiendo 
el recurso de suplicación. Sin embargo, el recurrente oculta 
intencionalmente que dicho recurso no fue admitido posterior­
mente por el Tribunal Central de Trabajo, en base a los 
mismos criterios por los que se negaron las restantes Magis­
traturas de Trabajo y, reiteradamente, el Tribunal Central 
de Trabajo.

3) En los fundamentos de derecho de su demanda, insiste 
el recurrente de forma constante en una nueva tergiversación 
de la' situación planteada, cuando afirma que, con la apli­
cación del artículo 154 del texto articulado de procedimiento 
laboral, se le niega la posibilidad de apelar contra la senten­
cia. Lo que sucede- es que el recurrente, intencionalmente, 
confunde el cumplimiento de los requisitos para recurrir la 
sentencia con la irrecurribilidad de la misma.

4) Continúa razonando el recurrente en el primero de los 
fundamentos de derecho de su demanda que no procede la 
exigencia del depósito previsto en el articulo 154 del texto ar­
ticulado de procedimiento laboral, siendo evidente que en to­
dos los recursos se combaten las sentencias de instancia, se­
gún la tesis del recurrente y no podría exigirse depósito en 
ninguno, ya que el criterio del Tribunal en la primera ins­
tancia no tiene' valor alguno hasta que no reciba la confir­
mación de la segunda instancia.

5) En su segundo fundamento de derecho vuelve a insistir 
el recurrente en que existe una denegación de justicia. En 
ningún momento se ha negado al recurrente por ninguna de 
las Magistraturas de Trabajo ni por el Tribunal Central de 
Trabajo la apelación contenida en el artículo 154 del texto ar­
ticulado de procedimiento laboral.

6) No es cierto que la Magistratura afirme que sólo los 
trabajadores están exentos de constituir depósitos para inter­
poner recursos. Tampoco se infringe el artículo 14 de la Cons­
titución como se pretende de adverso, por cuanto, en primer 
lugar, en el contrato de trabajo los obligados al pago de can­
tidades son los empresarios y no los trabajadores. En segundo 
lugar, el ordenamiento laboral es un ordenamiento tutelar de 
la parte más débil de la relación, como ya se expuso en el 
escrito de alegaciones anterior presentado por esta parte. .

7) El escrito de recurso formalizado de adverso contiene 
apartados que esta parte considera inadmisibles en derecho, 
por intentar plantear ante el Tribunal Constitucional el ca­
rácter empresario o no del recurrente que no puede constituir 
objeto de este recurso.

8) En el tercero de los Fundamentos de Derecho del escrito- 
demanda, promovido por don Sebastián Auger Duró, se con­
tienen argumentaciones que quien las realiza carece de legi­
timación para ello, pues, en cualquier caso, habrían de reali­
zarse por las Sociedades codemandadas del Grupo Mundo.

Concluye reiterando la petición del escrito de 21 de abril 
de 1983.

C) Por escrito de 29 de abril de 1983, don Carlos de Zu- 
lueta Cebrián, Procurador de los Tribunales, en nombre y re­
presentación de don Sebastián Auger Duró, formula las si­
guientes alegaciones:

1.a. Resumen de los hechos que motivaron los presentes re­
cursos de amparo:

1,.° En distintas Magistraturas de Trabajo de Barcelona! se 
formularon demandas de reclamación de cantidad, partiendo del 
principio del mero carácter formal de las Sociedades Anóni­
mas por cuyo motivo solicitaban la condena solidaria de las 
siguientes Sociedades Anónimas, aun no estando inscritas como 
trabajadores de las mismas:

1. «Industrias Gráficas Grupo Mundo, S. A.».
2. «Barcelona Press, S. A.».
3. «Ilustración, S. A.».

> 4. «Cataluña Espress, S. A.».
5. «Mundo Ediciones Deportivas, S, A.».
6. «Distribución Controlada, S. A.».
7. «Documentación Periodística, S. A.».
8. «Inmobiliaria Mundo, S. A.».
9. «Ediciones Mundo, S. A.».

~2.° En los diversos procesos seguidos compareció don Se­
bastián Auger Duró, oponiéndose a la demanda por incompe­
tencia de jurisdicción de la Magistratura de Trabajo, basán­
dose esencialmente en que no tenía ni legal, ni fácticamente la 
condición de empresario, al no tener directa ni indirectamente 
relación laboral con los trabajadores quq mantenían con las 
referidas Empresas su embargo.

Todas las sentencias acogieron íntegramente las demandas, 
'condenando solidariamente al conjunto de las Sociedades de­
mandadas y a don Sebastián Auger Duró como máximo diri­
gente del «Grupo Mundo», Entidad sin sustantividad jurídica 
independiente según el recurrente, para que tales resoluciones, 
sin fundamento alguno, estimen considerarla! como dotada de 
personalidad jurídica.

3.° Cuando don Sebastián Auger Duró intentó recurrir con­
tra la que consideraba resolución marcadamente injusta, todas 
las Magistraturas de Trabajo, excepto una, la Magistratura de 
Trabajo número 11 de Barcelona —aunque su decisión la revocó 
el Tribunal Central de Trabajo—, no tuvieron por preparado 
el recurso de suplicación, con fundamento en no haberse' cons­
tituido el depósito prevenido en el artículo 154 de la Ley de 
Procedimiento Laboral. Los sucesivos recursos de suplicación, 
ante la Magistratura de Trabajo, y de queja, ante el Tribunal 
Central de Trabajo, fueron desestimados, obligando a acudir 
ante este Tribunal Constitucionad en demanda de amparo.

Tales resoluciones produjeron efectos graves, para el actor, 
hoy en ignorado paradero, privado de sus bienes y decretada su 
prisión provisional sin fianza.

2.a Resumen de las cuestiones jurídicas planteadas:

1. ° El artículo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral, en 
cuanto exige un depósito del importe de la condena, más un 
20 por 100, es manifiestamente inconstitucional y por consi­
guiente nulo. Pronunciamiento 2.° de la sentencia del Pleno de 
este Tribunal Constitucional de 25 de enero de 1983, en la cues­
tión de inconstitucionalidad 222/1982.

2. ° El artículo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral, fun­
damento de las resoluciones recurridas, en cuanto exige el pre­
vio depósito de la condena para interponer el recurso, puede 
ser inconstitucional en el caso concreto, de carecer de bienes 
la persona que formula el recurso. Así lo determina el Fun­
damento Jurídico V de la citada sentencia de este Tribunal 
Constitucional.

3. ° El artículo 154 referido no es aplicable cuando el objeto 
del recurso de suplicación es la propia condición de empresa­
rio, ya que el articulo 1 de la Ley de Sociedades Anónimas y 
el artículo 38 de la Constitución determina que los socios pue­
den responder de las deudas sociales.

3.a Referencia a la sentencia de este Tribunal Constitucio­
nal de 25 de enero de 1983 que prejuzga la concesión a don 
Sebastián Auger Duró del amparo solicitado:

Habiéndose negado el derecho de don Sebastián Auger Duró 
a utilizar el recurso de suplicación con fundamento en un ar­
ticulo parcialmente inconstitucional, resulta manifiesto que la 
declaración de inconstitucionalidad lleva aparejada la estima­
ción de los recursos de amparo acumulados.

Estimamos, sin embargo, que dicha estimación no es sufi­
ciente para conceder a don Sebastián Auger Duró el amparo 
solicitado. Ya que, corno acertadamente indica la sentencia de1 
25 de enero de 1983:

«Es posible que determinaídos aspectos de la regula­
ción de la consignación para recurrir puedan incremen­
tar la carga que ésta supone, de manera tal, que sin con­
vertirla en inconstitucional, la posibilidad de .distorsión 

.o, incluso, de serias limitaciones del derecho a la tutela 
en supuestos concretos, porque para ello se requería el 
conocimiento individualizado del posible casuismo, pero 
sí es posible en abstracto entender que, en determinados 
supuestos excepcionales, la plena adecuación al derecho 
constitucional puede exigir una mayor flexibilidad en la 
aplicación del repetido artículo 170.»

Consideramos que en el presente caso nos hallamos ante uno 
de dichos supuestos excepcionales en que la aplicación estricta 
del artículo 154 LPL, incluso tras la transformación efectuada 
por la sentencia de 25 de enero de 1983, puede implicar una



total denegación del derecho de tutela jurisdiccional. Y son es­
tas especialidades las que interesa se consignen en la sentencia 
para que puedan ser correctamente aplicadas por la Magistra­
tura de Trabajo de Barcelona:

A) Don Sebastián Auger formula recurso para justificar que 
no es empresario:

El amparo reviste, por tanto, especiales características:

1. ■ La consignación prevista en el artículo 154 LPL es úni­
camente exigible respecto de los empresarios. Sólo una vez 
resuelto el recurso de suplicación podrá .saberse, en el mundo 
del derecho, si don Sebastián Auger Duró es o rio empresario. 
Por consiguiente, en el momento de preparar el recurso de su­
plicación aún no se sabía si don Sebastián Auger Duró era o 
no empresario, y el recurso debía ser admitido a trámite.

2. La denegación del recurso por las Magistraturas de Tra­
bajo de Barcelona, primero, y por el Tribunal Central de Tra­
bajo, integró una verdadera denegación de justicia, prejuzgan­
do el fallo final sin haber previamente oído al recurrente.

3. Que don Sebastián Auger Duró no era empresario, es 
cuestión de fondo del recurso de suplicación, que por consi-

»guien te no puede ser anticipada en este recurso de amparo.
4. La generalización del criterio impugnado puede conducir 

a la mayor indefensión.

En resumen: Cuando el recurrente haya alegado ininterrum­
pidamente en el proceso su condición de no empresario y pre­
tenda fundar el recurso de suplicación en la competencia de 
jurisdicción por dicha causa de la jurisdicción laboral, la exi­
gencia de depósito previo para recurrir se traduce en una ver­
dadera denegación de justicia y en una manifiesta indefensión, 
produciéndose la infracción del articulo 24 de la vigente Cons­
titución .

B) Carencia notoria de medios económicos por parte de 
don Sebastián Auger Duró:

Es ún hecho notorio que el señor Auger, actualmente en ig­
norado paradero, carece de todo tipo de medios de fortuna.

Entendemos que en el presente caso no debe estimarse exi­
gible depósito alguno so pena de convertir en ilusorio el de­
recho a la tutela jurídica.

C) Cuantía excepcional de las cantidades a depositar:

Dicha notoria dificultad se convierte en imposibilidad en el 
presente caso ante la extraordinaria cuantía de las cantidades a 
depositat; que alcanzan, sumando los varios recursos de am­
paro,. una suma aproximada de 100 millones de pesetas. El 
aval bancario es imposible de poderse prestar por el recu­
rrente.

D) Carácter excepcional de la sentencia de fondo:

Por último, estimamos que la doctrina establecida en las 
sentencias dictadas por las Magistraturas de Trabajo de Bar­
celona infringe el principio básico de separación de responso 
bilidad entre el socio y la Sociedad, que es uno de los funda­
mentos del ordenamiento jurídico mercantil.

Esta parte concluye señalando que para la éfectividad del 
amparo a conceder a don Sebastián Auger Duró frente a las 
resoluciones de las Magistraturas de Trabajo de Barcelona, y 
del Tribunal Central de. Trabajo de Madrid, no basta con re­
poner las actuaciones al momento en que se encontraban cuan­
do se negó indebidamente el acceso al recurso de suplicación; 
siendo indispensable además que se señale que las caracterís­
ticas especiales de los procesos laborales convierten en inexi­
gible en el presente caso el depósito de las sumas objeto de la 
condena por don Sebastián Auger, ni siquiera en la forma ate­
nuada prevista en la sentencia de 25 de enero de 1983.

Solicita, finalmente, que se conceda a don Sebastián Auger 
Duró el amparo instado en cada uno de los recursos acumu­
lados en la forma concreta interesada en la súplica de los 
mismos.

E) Por escrito de 29 de abril de 1983, don Pedro Antonio 
Pardillo Larena, Procurador de los Tribunales, y don Manuel 
García Diez, don Manuel Sánchez Ochoa, doña Beatriz Esco- 
fet Tapia, don Manuel Aragoneses Andréu, don Agustín Rafael 
Pascual Benes, doña María Monserrat Soldevila Vilalta, don 
Raúl Osvaldo Flores Vázquez, don Juan Salorio García, doña 
María Esperanza Maestre Bravo, doña María Isabel Segovia 
Herrero y doña Encarnación Pérez Gaínza, formulan las siguien­
tes alegaciones, en síntesis:

1.® En el recurso 31/1981 se alega la indefensión al no ser 
admitido el recurso de queja interpuesto contra el auto no 
dando lugar a admitir el recurso de reposición. Ahora bien, 
la violación del derecho invocado por el recurrente no encaja 
bien dentro del apartado b) del artículo 44.1 de la Ley Orgá­
nica del Tribunal Constitucional, pues no existe una acción u 
omisión del órgano jurisdiccional que provoque la violación 
de un derecho o libertad. Por el contrario, existe una acción 
del propio recurrente incumpliendo el artículo 191 de la Ley 
de Procedimiento Laboral y el 399 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil al presentar el recurso de queja en la propia Magistral 
tura, olvidando que, según tales preceptos, dicho recurso de

queja ha de presentarse directamente en el Tribunal Contra! 
de Trabajo.

La actuación de la Magistratura en modo alguno puede in­
vocarse como infractora de un derecho fundamental, pues se 
limitó a cumplir los preceptos procesales. Si se ha producido 
esa indefensión, que nunca será indefensión, ha sido por la 
actuación errónea del propio recurrente.

2. a Tanto en el recurso 89 como en el 31 y en el 64 no se 
invoca en el primer recurso de reposición ningún derecho cons­
titucional vulnerado, haciéndose en el 89 y en el 64 en el pos­
terior recurso de queja, cuando ya esta invocación es extem­
poránea.

Además, en el recurso 31, la invocación del derecho cons­
titucional sé produce no ya en el recurso de queja, sino en el 
posterior de reposición contra el auto que no admite el de 
queja pqr haberse interpuesto ante la Magistratura, órgano 
incompetente para tramitarlo.

3. a En el recurso 31/1981 se alega la indefensión por cuanto 
las Sociedades demandadas y el recurrente de amparo no fue­
ron citados para el juicio a celebrar en Magistratura de Tra­
bajo, argumentando que lá citación lo fue para el día 5 de 
noviembre, cuando en realidad el juicio fue el siguiente día 6, 
por lo que se dictó sentencia en rebeldía por incomparecencia 
de los demandados.

Esta alegación demuestra la mala; fue del recurrente. Basta 
observar los aritos de Magistratura para ver que la citación 
lo fue para el día 5 y que el acto del juicio se celebró ese día, 
pues no otra cosa resulta del acta del juicio obrante en las 
actuaciones. Lo que ocurre es que por un error mecanográfico 
se indica en la sentencia, en su segundo considerando, que 
«se celebró el juicio oral con fecha de la presente resolución», 
que es 8 de noviembre de 1980. *

4. a No cabe entender vulnerado el derecho constitucional 
que tienen todos los ciudadanos de obtener la tutela efectiva 
de los Jueces y Tribunales, ya que este derecho no supone 
obtener una resolución judicial que acoja los pedimentos formu­
lados, sino que ésta se encuentra debidamente fundada en De­
recho cuando para ello se cumplen los requisitos procesales.

Se pretende que el Tribunal declare infringidos el artícu­
lo 1° de la Ley de Sociedades Anónimas, el artículo 260 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, el artículo 38 de la Constitución, 
y que entre a dilucidar si el señor Auger tiene o no la condi­
ción de empresario. En modo alguno, puede el Tribunal pro­
nunciarse sobre estos extremos, por cuanto, por un lado, el ar­
ticulo 41 de la Ley Orgánica, en su punto 3, establece que en 
el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pre­
tensiones que las dirigidas a! restablecer o preservar los dere­
chos o libertades por razón de los cuales se formula el recurso, 
y en el artículo 44.1, apartado b), se indica asimismo que en 
ningún caso entrará a conocer el Tribunal Constitucional res­
pecto de los hechos que dieron lugar al proceso.

5. a El motivo fundamental de recurrir es la infracción de 
los artículos 14 y 24 de la Constitución. No puede darse lugar 
al amparo, pues el motivo de no admitir los recursos inter­
puestos por el señor Auger están claramente determinados en 
la Ley de Procedimiento Laboral y las Magistraturas lo único 
que han hecho es dar cumplimiento a estos artículos. Decir que 
se ha producido la violación de estos preceptos constitucionales 
por tal circunstancia no puede acogerse, y el tema de si es 
o no empresario es tema de fondo que debía resolver el Tribu­
nal Central de Trabado, pero nunca el Constitucional.

El artículo 14 de la Constitución no puede invocarse tampo­
co con éxito, porque el precepto de la Ley de Procedimiento 
Laboral que ha motivado la inadmisibilidad de los recursos no 
regula supuestos iguales en' circunstancias idénticas, sino por 
el contrario se refiere a trabajadores y empresarios, excluyendo 
únicamente a los primeros del requisito del depósito y sólo en 
el caso del empresario en estado de insolvencia (cosa qüe no 
se da en este supuesto) se produce en cuanto al depósito previo 
una equipiración con el trabajador.

Concluye el escrito de alegaciones solicitando que se dicte 
en su día sentencia por virtud de la cual, y de conformidad 
con la letra b) del articulo 53 de la Ley Orgánica del Tribu- 
nal Constitucional, se deniegue el amparo solicitado por' don 
Sebastián Auger Duró.

6. ° Para deliberación y votación del recurso se señaló el 
día 18 de mayo de 1983, en el que se realizaron dichos actos 
procesales.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Las cuestiones a resolver en esta decisión, en relación 
con los diez recursos de amparo acumulados, de acuerdo con 
las pretensiones ejercitadas y medios de oposición alegados en 
la controversia judicial, se concretan en el oTden jurídico pro­
cesal y material en conocer:

1. a Si existió citación defectuosa de la parte demandada 
—ahora recurrente en amparo— en el proceso laboral a que 
se refiere el recurso número 31/1981, motivadora de indefensión 
por su incomparecencia en el juicio verbal.

2. ° Si se generó la falta de no agorarse todos los recursos 
utilizables en la vía judicial previa que exige el artículo 44.1.a) 
de la Ley Orgánica de este Tribunal (LOTO en el mismo pro­
ceso 31/1981, al dejarse de formular en debida manera el re­
curso de queja procedente.

3. » Si se ha omitido el cumplimiento del requisito estable­
cido en el citado artículo 44.1, apartado c), por no invocarse



formalmente en el proceso el derecho constitucional vulnerado, 
tan pronto como hubiere lugar para ello, referidos a los am­
paros 31, 64 y 89 de 1981.

4. ° Si la posición del demandado en el proceso laboral, ne­
gando ante la Magistratura de Trabajo su condición de em­
presario y proponiendo la incompetencia de jurisdicción, aun­
que no fuera esta posición acogida en la sentencia por esti­
marlo empresario y competente el órgano para decidir, impide, 
ante la reiteración de la oposición anunciada al entablar el 
recurso de suplicación, exigir dicha consignación en metálico 
de la cantidad de condena y su recargo, o por el contrarió no 
influye en dicha medida.

5. ° Y si la obligación de consignar que impone el ar­
tículo 354 de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL) para poder 
recurrir en suplicación ante el Tribunal Central'de Traba­
jo (TCD las sentencias de la Magistratura, condenando al 
empresario al abono de cantidad a los trabajadores en proceso 
laboral, es inconstitucional por infringir los artículos 14 y 24.1 
de la Constitución (CE).

Este planteamiento que delimita los temas de forma y de 
fondo del debate, conduce a un debido tratamiento jurídico y 
a la decisión final, teniendo en cuenta la acomodación, acogida 
o rechazo de las pretensiones ejercitadas acumuladamente y en 
especial la unitaria y principalmente ejercitada en todos los 
procesos, sobre el deber de consignar para recurrir en supli­
cación por ser la -causa petendi» relevante de ellos.

2. La nulidad del juicio oral ante la Magistratura de Tra­
bajo que se solicita en la suplica del recurso 31/1981, para que 
pueda celebrarse nuevo juicio, se fundamenta en la indefensión 
causada al ser condenado el recurrente en amparo, sin ser oído 
y vencido en el prooesó laboral, a causa de que habiendo sido 
citado como parte para comparecer al juicio oral del día 5 de 
noviembre de 1980, éste se celebró al siguiente día 0, sin ha­
berle dado cuenta de la alteración del señalamiento.

Pero esta pretensión no puede ser acogida, porque siendo la 
citación por cédula un acto de comunicación judicial a la parte 
imponiendo o invitando a su comparecencia ante la presencia 
del Magistrado, en un momento preciso o determinado del 
tiempo, para la práctica de una actuación concreta, según de­
riva de lo dispuesto en los artículos 26 a 39 de la LPL es evi­
dente que la infracción denunciada no existió, porque consta 
documentalmente en las actuaciones, que la cédula de citación 
para el juicio señalaba el día 5 de noviembre y la hora con­
creta de las nueve veinte, y el acta del juicio proclama directa 
y fehacientemente que el juicio se celebró en tal día y hora, no 
compareciendo el demandado señor Auger —aquí recurrente—, 
sin alegar causa, aunque lo hicieran otras partes, apoyándose 
aquél para su alegación en un mero error mecanográfico, al 
consignar la sentencia dictada el día 0 en el resultando segundo, 
«y señalado el día para la celebración del juicio oral con fecha 
de- la presente», dato que resulta intranscendente por tratarse 
de un hecho de mera referencia, que posiblemente tiene su 
causa en el retraso de la transcripción de la minuta de la 
resolución en un día, y que no posee fuerza para desvirtuar el 
contenido direoto de la propia cédula y del acta, que se referían 
a la fecha del dia 3 sin duda alguna, como io demuestra su 
firma por las partes comparecientes, que no puede presumirse 
se prestaren a una falsificación documental; por lo que en 
definitiva hubo garantía de acceso al proceso y voluntad , de 
incomparecencia, resultando inviable la nulidad pedida, y la 
estimación de la primera de las cuestiones propuestas al in­
greso de esta decisión.

3. En los hechos octavo y noveno de la demanda del re­
curso 31/1681 se pone de manifiesto, que entablado recurso de 
queja —contra el auto desestimatorio del recurso de reposición, 
que tendía a dejar sin efecto la providencia que inadmitía ei 
recurso de suplicación por falta de consignación— fue recha­
zada por la Magistratura de plano al ser el único órgano com­
petente para tramitarla y decidirla el TCT no habiéndose no­
tificado la decisión en el tiempo debido para poder subsanar 
por lo que a juicio del actor se produjo error, causándole inde­
fensión; pero sin que se efectúe en la suplica de la demanda 
pretensión alguna en tal sentido, por lo que la única inter­
pretación posible a realizar es, que el recurrente pretende po­
ner de relieve la causa de no haber agotado la vía judicial 
como exige el artículo 44.1.a) de la LOTC, por imposibilidad 
ajena a su voluntad de poder efectuarlo, evitando el rechazo 
del amparo por este defecto.

Es evidente que al formularse el recurso de queja que au­
toriza el articulo 191 de la LPL remitiendo a los artículos 398 
y 399 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no se cumplió con 
el contenido de éstos, ya que mandan manifestar la queja como 
un recurso ante el Tribunal superior, es decir, ante el TCT, 
y no como un remedio ante la Magistratura de Trabajo, y sin 
embargo tal queja con evidente equivocación se articuló ante 
esta última; pero tambiéh lo es, que la providencia que rechazó 
la queja, de haber cumplido la Magistratura con lo dispuesto 
en el artículo 25 de la LPL debió notificarse al mismo día o al 
siguiente, lq que hubiera permitido a la parte rectificar el error 
padecido y presentar la queja ante el órgano superior compe­
tente, pues le restaban dos o al menos un dia para poder efec­
tuarlo, siendo asi que la notificación se efectuó un mes después 
cuando no había posibilidadalguna de rectificación, lo que 
conduce a la consecuencia, de exonerar al recurrente en amparo 
de ese trámite para el planteamiento debido del proceso consti­

tucional, por no ser enteramente culpable de su falta de for­
mulación, y debiendo por todo ello, entenderse resuelta la se-, 
gunda cuestión planteada al ingreso de esta resolución, en el 
sentido indicado.

4. La parte comparecida compuesta por don Manuel García 
Diez y diez personas más, alegan la falta de invocación formal 
del derecho constitucional vulnerado del artículo 44.1.C) de 
la LOTC por el demandante en amparo, en los recursos 31, 04 
y 89 de 1981, al no efectuarse en el momento de interponer 
el recurso de suplicación sin consignación, siendo extemporánea 
su realización en momento posterior al articular el recurso de 
queja ante el TCT.

Dicha exigencia formal, tiende finalísticamente a conseguir 
que los órganos judiciales ordinarios remedien por sí mismos 
la violación que ellos causen del derecho o libertad fundamental, 
dándoles la oportunidad para que puedan argumentar dialécti­
camente y pronunciarse sobre la cuestión que posteriormente 
puede ser tratada como causa y fundamento del recurso último 
y subsidiario de amparo; invocación que normalmente puede 
efectuarse ante el mismo órgano judicial cuando exista un re­
medio procesal que entablar ante él, aunque las posibilidades 
de acogida sean remotas, y que en otro caso puedan y deban 
ejercitarse ante el Tribunal superior directamente o por inad­
misión del remedio a través del recurso procesal, pues si éste 
se ejercita y se rechaza la invocación formal, es claro que en 
el supuesto de no uso del remedio ante el órgano inferior re­
sultará irrelevante, porque la decisión última y superior sería 
la transcendente por imperativa.

Esta doctrina hace que no pueda acogerse la ausencia de 
dicho requisito como impeditiva del amparo, toda vez que, 
aunque no se hiciere la invocación formad en los recursos de 
reposición contra las providencias de la Magistratura que im­
pidieron el recurso de suplicación sin consignar —que por 
tratarse de un mero remedio procesal era muy difícil que pros­
perase—, se realizó en los recursos de queja ante el Tribunal 
Superior y éste los rechazó, por lo que su criterio definitivo 
y prevalente sobre la invocación y. denuncia de la lesión cons­
titucional citada como infringida, que repudió con valoración 
que siempre sería preferente a la del órgano subordinado, por 
lo que tal presupuesto debe tenerse como cumplido sin extem- 
poraneidad perjudicial en el caso presente, tanto para los re­
cursos de amparo 64 y 89 como para el 31 de 1981, porque en 
este último al aceptarse como se argumentó en el fundamento 
anterior, la. no formulación de la queja, bastaba la alegación 
de la infracción formal en la pretendida queja para estimarla 
operante. Por lo que también, en este sentido, queda resuelto 
el tercer tema planteado en el punto primero de esta sentencia.

5. Para decidir debidamente la cuarta de las cuestiones pro­
puestas, es preciso partir de los hechos que constan declarados 
probados en las sentencias de las Magistraturas de Trabajo o de­
mostrados en la documentación aportada, y que concretamente 
se reducen a los tres siguientes;

Primero: Que en todos los procesos laborales las demandas 
de los trabajadores reclamando sus derechos y salarios, se di­
rigieron contra la empresa periodística en la que prestaban 
directamente’ sus servicios, y contra las otras ocho empresas 
periodísticas del denominado «Grupo Mundo», así como solida­
riamente contra don Sebastián Auger Duró por estimarlo em­
presario y director del «Grupo Mundo».

Segundo: Que el señor Auger en aquellos procesos en que 
compareció alegó no ser empresario, estimando más o menos 
explícitamente, que para conocer de la reclamación que contra 
él se dirigía también, era incompetente la Magistratura corres­
pondiente.

Tercero: Que las sentencias de las Magistraturas lo estima­
ron empresario y lo condenaron como tal y solidariamente con 
las empresas demandadas a satisfacer las cantidades señaladas, 
proclamando con mayor expresividad por todas las sentencias, 
las de 23 de enero, 22 de julio y 28 de noviembre de 1981, la 
primera de la Magistratura número 13 y las otras dos de la 
número 12 de Barcelona, que el señor Auger era accionista y 
Presidente del Consejo de Administración del «Grupo Mundo», 
actuando en cuantas reuniones, negociaciones y comparecen­
cias se celebraron en los últimos meses ante la Delegación Pro­
vincial de Trabajo, hasta el punto de constituir su voluntad 
decisoria en única y preponderante, reconociéndose editor-pro­
pietario del «Grupo Mundo» y de sus nueve empresas en las 
manifestaciones a diversos periódicos y precisando las causas 
de por qué los había cerrado. Estimando dichas resoluciones 
y todas las demás, en sus fundamentos de derecho, que era 
empresario legalmente, por su voluntad dominante en el Gru­
po, a pesar de actuar a través de . las distintas sociedades pe­
riodísticas como mera fórmula jurídica, teniendo el carácter 
de receptor del trabajo de los actores que se prestaba «dentro 
del ámbito de organización y dirección del demandado» —ar­
tículo l.° del Estatuto de los Trabajadores—.

Estos hechos probados e incluso lo que pudiera ser excep­
cionalmente apreciación de mera legalidad extraída de ellos, 
poseen fuerza vinculante para este Tribunal, por la imperativi- 
dad del artículo 44.1.b) de la LOTC que manda respetarlos y 
partir de ellos en su misión de amparo, y porque además, el 
juicio de mera legalidad queda extramuros de esta jurisdic­
ción cuando no afecte a derechos fundamentales o libertades



públicas —inexistente en este supuesto—, impidiéndole actuar 
como órgano revisor o tercera instancia.

6. Lo que en realidad efectuaron tales sentencias en el or­
den fáctico y jurídico, fue resolver la cuestión esencial de he­
cho puesta en debate, de conocer quién era el «empresario 
verdadero», o el sujeto procesal de la relación lahoral, es decir, 
determinar la persona a quien como consecuencia del contrato 
de trabajo se prestaba éste, haciendo suyo los frutos y respon­
sabilidades resultantes, a cuyo fin descalificaron la interposi­
ción simulada de una sola o aislada persona jurídica, que 
operaba como «empresario aparente» para eludir gravosas con­
secuencias, abarcando por el contrario a todas las empresas 
del grupo solidariamente con el editor-propietario; calificación 
que tenia que realizar y realizaba la jurisdicción laboral con 
propia competencia, porque pertenece a su específica función 
determinar el contenido material y subjetivo de la relación 
de trabajo, y concretamente quién es el real empresario y quié­
nes los trabajadores, como expone el artículo l.° de la LPL y 
ha reiterado la jurisprudencia laboral y muy claramente la 
sentencia del TCT de 6 de abril de 1976, y ello con total inde­
pendencia de las relaciones civiles o mercantiles existentes en 
tres tales sujetos que puede y debe valorar a tal efecto; pro­
duciéndose por lo demás el resultado, de que la estimación como 
empresario comporta arrastrar todas las consecuencias que el 
ordenamiento laboral determina, y entre ellas el cumplimiento 
de los requisitos necesarios para poder discutir mediante el 
recurso de suplicación —o, en su caso, el de casación— la propia 
calificación de empresario realizada en instancia por la Magis­
tratura, y de la que se debe inexorablemente en principio 
partir.

Y así debe ser, porque si la sentencia es un acto (jgcisorio 
del Juez a través de juicio-racional y voluntario, que conlleva 
una apreciación subjetiva de conformidad o disconformidad de 
la pretensión ejercitada con el derecho objetivo, otorgando o 
denegando aquélla, es evidente que toda sentencia, y aun la no 
definitiva por. estar sujeta a posible recurso de apelación o ex­
traordinario en doble efecto —devolutivo y suspensivo—, po­
see efectos procesales transitorios, cual el de tener que partir 
de su contenido calificador si a él se anuda una consecuencia 
exigible para poder admitirse el recurso, como en el caso de 
estudio resulta ser la consignación exigida por el artículo 154 
de la LPL al empresario, de depositar la cantidad objeto de la 
condena para poder acceder al recurso de suplicación.

No puede aceptarse, en contra de lo expuesto, la extremada 
posición del recurrente en su demanda y especialmente en sus 
alegaciones finales, de que basta invocar en el proceso la con­
dición de no ser empresario y pretender fundar el recurso de 
suplicación en incompetencia de la jurisdicción laboral por tal 
causa, para que no se pueda exigir la consignación sin incurrir 
en denegación de justicia por manifiesta indefensión atacando el 
artículo 24.1 de la CE; y no puede aceptarse esta alegación, por­
que pretende dar más valor a la posición de una parte que al 
resultado del proceso contradictorio de instancia, con alegaciones 
múltiples y pruebas ciertas, que aunque provisorio en su deci­
sión por tratarse de una sentencia sometida a condición resolu­
toria posee, sin embargo, una vocación de posible confirmación, 
y determina, en principio, una calificación jurídica de la que es 
preciso partir a los efectos de someter el recurso de suplicación 
a la exigencia de la consignación, garantizadora de fines esen­
ciales, como después se verá, y que no puede quedar al albur 
de la negación de la parte obligada a la consignación, de no ser 
empresario, porque entonces se abriría un portillo al fraude pro­
cesal eliminándose una garantía constitucionalmente aceptada 
y permitida en pro de funciones necesariamente protegibles.

Tampoco puede admitirse la argumentación reiterada en las 
demandas de amparo y en el escrito final de alegaciones, de ha- 
barse infringido por las sentencias de las Magistraturas de Tra­
bajo, al calificar como empresario al señor Auger, el artículo 38 
de la CE, que reconoce la libertad de empresa en el marco de 
la economía de mercado y garantiza su ejercicio y la defensa de 
la productividad, en relación con la vulneración del artículo 1° 
de la Ley de Sociedades Anónimas de 17 de julio de 1951, que 
impide que los socios puedan responder personalmente de las 
deudas sociales, por no estar vinculados más allá de su aporta­
ción material, en virtud del principio de separación de la res­
ponsabilidad del socio y de la sociedad, y no puede admitirse 
tal argumentación, de un lado, porque el artículo 38 de la CE es 
ciertamente un derecho fundamental, pero no goza de la protec­
ción del recurso de amparo al sobrepasar los concretos limites 
a que se contrae el artículo 53.2 fijando su ámbito material, y el 
artículo l.° de dicha Ley de Sociedades Anónimas, porque queda 
fuera totalmente del marco de los derechos constitucionales, al 
ser una norma de simple legalidad, resultando ambas sin posible 
eficacia por sí mismas en los recursos de amparo;'y de otro lado, 
porque ninguna de ellas poseen eficacia por su mismo contenido, 
sobre libertad de empresa y alcance de la responsabilidad pecu­
niaria de los socios anónimos, para dejar sin virtualidad la apre­
ciación firmemente establecida en las sentencias de'la condición 
de empresario, en quien dirigia y en puridad poseía las socie­
dades anónimas y de ellas se servía, a los fines de las plurales 
relaciones de trabajo creadas, con mayor razón cuando éste es 
un tema de fondo, sobre el que por su misma condición intrín­
seca sólo puede resolver la jurisdicción ordinaria y no este 
Tribunal, entrando en el prohibido campo de la mera legalidad.

La conclusión a la que ha de llegarse sobre el tema cuarto 
planteado, luego de lo -expuesto en este fundamento jurídico y

en el anterior es, que resulta imposible otorgar la consecuencia 
suplicada en todos los procesos acumulados, de que por existir 
violación de la tutela efectiva judicial del artículo 24,1 de la 
Constitución Española se-anularen las sentencias de las Magis­
traturas y sus actuaciones posteriores, pues tal nulidad no po­
dría ampararse más que en el hecho de que este Trihunal con­
sidera, en relación a sentencias de instancia, que no agotaron 
la vía judicial, que el señor Auger no era empresario, lo que, 
como se razonó, queda fuera de sus posibilidades por ser tema 
de legalidad teniendo que partir de la estimación que como tal 
proclaman, en principio, dichas sentencias, pues el remedio 
contra la no consignación de las cantidades de condena es ob­
jeto de otra anterior pretensión, para anular las providencias 
que rechazaron el recurso de suplicación por no realizarse tal 
medida consignatoria.

7. Reduciendo a su esencia el «thema decidendi» que resta 
por analizar, se concreta en un ataque frontal'a la consignación 
para recurrir en suplicación las sentencias de las Magistraturas 
condenando al pago de cantidades a los trabajadores, por ale­
garse en todas las demandas que vulneran los artículos 14 y 24.1 
de la CE, en sus respectivos principios de igualdad sin discri­
minación, y de tutela judicial efectiva sin causar indefensión. 
Tema ya conocido, reflexionado y decidido por este Tribunal 
Constitucional en su sentencias de Pleno de 25 de enero de 1983 
(CI 222/82) y de amparo de 21 y 28 de febrero de siguiente (re­
soluciones 199/80 y 233/82), y a cuyo contenido ha de estarse, 
para confrontarlo con las alegaciones efectuadas por la parte 
recurrente, en relación a las dos causas de consignación estable 
cidas en el artículo 154 de la LPL: la del 20 por 100 de recargo, 
y la de la cantidad objeto de condena.

La primera de las sentencias citadas, en síntesis estimó que 
siendo el recargo anacrónico por insólito, y desproporcionado 
por gravoso, al consistir en una sanción con base objetiva li­
gada al mero vencimiento, a carga tributaria con carácter de 
tasa parafíscal, y además ajena a las pretensiones deducidas 
en juicio, sin actuar en beneficio de la tutela judicial del tra­
bajador, ni guardar relación con las finalidades protegidas en 
el proceso laboral, constituía un gravé obstáculo al derecho de 
tutela judicial en su aspecto de acceso al recurso, lo que no se 
ajustaba al contenido ■ esencial del derecho establecido en el 
artículo 53.2 de la CE, declarándolo ante todo ello inconstitu­
cional, por oposición al artículo 24 de la misma, y anulando el 
artículo 154 y otros en conexión con él, en cuanto imponían el 
recargo.

En relación a la consignación en metálico de la cantidad 
objeto de la condena en favor del trabajador, estima dicha re­
solución, que no infringe el articulo 14 de la CE, pues no esta­
blece éste un principio de igualdad absoluta que impida valorar 
las razones objetivas que razonablemente justifiquen la des­
igualdad de tratamiento legal, ya que permite el trato desigual 
en supuestos de hecho desiguales, si tienen por directa función 
el contribuir a restablecer o promocionar la igualdad real con 
un distinto régimen jurídico, lo que sucede con la disparidad 
normativa que basándose en la desigualdad originaria entre 
empresarios y trabajadores, dada su respectiva y diferente po­
sición socioeconómica con notoria debilidad en la Dosición del 
trabajador, se pretende reducir ésta por el adecuado estableci­
miento *de medidas igualatórias por el derecho laboral, como 
ordenamiento compensador o igualador a través de sus normas 
sustantivas o procesales, por lo que el articulo 14 no hace In­
constitucional a la consignación para recurrir, sino que la im­
pone por su finalidad de pretender igualar a los desiguales den­
tro del proceso, ya que si aquélla se suprimiese se acrecentarla 
el desnivel material en perjuicio del trabajador, contrariando 
también el claro contenido del articulo 9.2 de la propia Ley fun­
damental.

Tampoco la misma consignación de cantidad vulnera el ar­
tículo 24.1 en su manifestación de acceso a los recursos legales 
laborales, porque, como deriva de la propia resolución, no exis­
te en la Constitución principio alguno que obligue a imponer la 
doble instancia o determinados reéursos en el ámbito de la ju­
risdicción del trabajo, y está permitido en derecho procesal que 
los recursos se condicionen o sometan por el legislador, en arbi­
trio razonable, al cumplimiento de requisitos o presupuestos, 
luego de una sentencia dictada en proceso contradictorio, aun­
que supongan obstáculos proporcionados, como sucede con la 
consignación referida, por ser medida asegurativa de ejecución 
posterior de la sentencia, tratando de evitar la desaparición de 
los medios de pago y que recaiga el peligro de la mora en el 
trabajador, y de eludir los recursos dilatorios alargando inde­
bidamente la percepción de cantidades desvaloradas, así como 
de impedir las renuncias o transacciones de los derechos de los 
trabajadores, por lo que en definitiva este presupuesto procesal 
de la consignación en metálico para recurrir es constitucional, 
pues no vulnera la tutela judicial en general, que sólo puede 
limitarse en aras de otro interés o libertad fundamental consti- 
tucionalmente protegido y superior, cofno sucede en el supuesto 
contemplado. ,

Proclamando por fin dicha sentencia y también la de 21 de 
febrero de 1983, como posición excepcional al rigor de la con­
signación en metálico, la aceptación de supuestos de eventual 
imposibilidad extraordinaria, por patente falta de medios o por 
ausencia de liquidez en tesorería, admitiendo formas sustitu- 
tivas de consignación más flexibles, y permitiendo la plena apre­
ciación discrecional de los Tribunales laborales —y el control 
remoto de este Tribunal— cuando aquélla ocasione grave que­
branto, aceptando medidas garantizadoras más liberales como
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las señaladas en el artículo 183 de la LPL. a través de una ra­
cional interpretación progresiva y casuística de los artículos 24 
y 119 de la CE y del artículo 3 del Código Civil, aunque siempre 
corresponda levantar la carga de la prueba al empresario, con­
tra la presunción «iuris tantum» del deber de consignar en me­
tálico que le constriñe.

8. La anterior doctrina conduce i n exorable mente, teniendo 
en cuenta el alcance y condiciones jurídicas del planteamiento 
de los recursos, a liberar al recurrente, concediéndole el am­
paro, de la obligación de consignar el 20 por 100 del recargo 
establecido en el artículo 151 de la LPL y concordantes, por estar 
declarados inconstitucionales con efectos retroactivos a la vi­
gencia de la constitución; pero manteniendo, sin embargo, su 
obligación de consignar en metálico las cantidades objeto de las 
condenas de cada sentencia de las Magistraturas de‘ Trabajo 
impuestas por dichas normas, y desestimando los amparos en el 
sentido de exonerarle de tal consignación por resultar induda­
blemente constitucional.

Siendo así lo últimamente expuesto, porque en absoluto se 
articuló ante las Magistraturas, ni en obligada congruencia én 
las demandas de amparo, la pretensión de liberación de la 
consignación metálica, basada en la carencia de bienes, insol­
vencia, o falta de liquidez de tesorería, sino que se fundó exclu­
sivamente en la ausencia del carácter de empresario, alegando 
precisamente que a diferencia de las empresas condenadas —y 
que con unanimidad acataron las sentencias vinculantes al pago 
sin intentar recurrirías—, que se hallaban en estado de suspen­
sión de pagos él no lo estaba, por lo que sólo ha de atenderse 
a esta posición y sobre ella juzgar este Tribunal, por ser la que 
debe referirse al momento en que las Magistraturas decidieron, 
ya las cuestiones’ ante ellas planteadas, resultando imposible 
alterarlas por alegaciones posteriormente realizadas «ex novo», 
como las que en el escrito de alegaciones finales efectúa la parte 
recurrente, conculcando radicalmente los hechos probados que 
en absoluto respeta, y alegando la necesidad de que este Tri­
bunal por notoriedad admita su estado de insolvencia por caren­
cia total de medios, guando esta estimación sobre una situación 
económica subjetiva resulta imposible de efectuar procesal y 
materialmente, llegando incluso a poner de relieve su situación 
de estar en paradero desconocido, y ia existencia de causas pe­
nales por delitos contra el señor Auger, en las que existen dic­
tados autos para conseguir reducirlo a situación de prisión sin 
fianza que no se han llevado a cabo por aquella circunstancia 
de rebeldía judicial, y también alegando la imposibilidad de po­
der realizar consignaciones por sumas altas o de prestar avales 
bancarios y otras formas de garantía sustitutivas, pues todo ello 
queda al margen de la posición a que está sometido el Tribunal, 
juzgando en el proceso constitucional la situación creada antes 
de entablarlo en sus diversas manifestaciones, y no la que ha 
podido acaecer con posterioridad a ella, sin que entonces concu- 
rieran o fueran debida y detalladamente expuestas las circuns­
tancias habilitantes, para poder resolver sobre las medidas ex­
cepcionales que pudieran sustituir la consignación en metálico 
por formas menores, de condición no tan gravosa, que antes se 
indicaron.

Aunque al reabrirse el plazo que se fijará en la parte dispo­
sitiva de esta resolución, y que las Magistraturas otorgaran al 
recurrente para consignar la cantidad objeto de condena, a fin 
de poder recurrir en suplicación, pueda el mismo alegar y pro­
bar, si existieren, las nuevas circunstancias sobrevenidas, por si 
los Magistrados de Trabajo ante la falta de liquidez con libertad 
de criterio estiman pueden poseer contenido a efectos de la 
eventual imposibilidad extraordinaria para consignar en metá­
lico, sustituyéndola por garantía' de más fácil prestación e 
igualmente segura, que concille su derecho a recurrir, con el 
derecho de los trabajadores a percibir en su momento y a su 
cargo, si procediere, las cantidades que le son debidas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:
Estimar parcialmente las demandas de amparo, anulándose 

las siguientes resoluciones judiciales, en cuanto exigen un de­
pósito en metálico del 20 por 100 más, sobre la cantidad objeto 
de 1© condena de las sentencias de las Magistraturas de Trabajo, 
por estar declarada inconstitucional ese inciso contenido en el 
articulo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral vigente por la 
sentencia de este Tribunal de 25 de enero de 1983 ÍCI número 
222/83):

1) La providencia de 19 de noviembre de 1980 de la Magistra­
tura de Trabajo número 13 de Barcelona, a que se refiere el 
recurso de amparo número 31/81.

2) La providencia de 31 de julio de 1980 de la Magistratura
de Trabajo número 12 de Barcelona y el auto del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 4 de marzo de 1981 que la confirmó, a que se 
refiere el amparo número 52/81. . ...

3) La providencia d© 7 de octubre de 1980 de la Magistra-
tura de Trabajo número 6 de Bacelona y el auto del. Tribunal 
Central de Trabajo de 10 de marzo de 1981 que la confirmó, a 
que se refiere el amparo número 54/81- .

4) La providencia de 17 de diciembre de 1980 de la Magis­
tratura de Trabajo número 3 de Barcelona y el auto del Tri­
bunal Central de Trabajo de 26 de marzo de 1981 que la con­
firmó, a que se refiere el amparo número 64/81.

5) %. La providencia de 22 de enero de 1981 de la Magistratura 
de Trabajo número 12 de Barcelona y el auto del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 8 de abril de 1981 que la confirmó, a que se 
refiere el amparo número 89/81.

6) La providencia de 22 de enero de 1981 de la Magistratura 
de Trabajo número 8 de Barcelona y el auto del Tribunal Central 
de Trabajo de 13 de mayo de 1981 que la confirmó, a que se 
refiere el amparo número 200/81.

7) La providencia de 4 de febrero de 1981 de la Magistratura 
de Trabajo número 10 de Barcelona y el auto' del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 24 de abril de 1981 que la confirmó, a que 
se refiere el emparo número 201/81.

8) La providencia de 29 de enero de 1981 de la Magistratura 
de Trabajo número 10 de Barcelona y el auto del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 24 de abril de 1981 que la confirmó, a que se 
refiere el amparo número 202/81.

9) La providencia de 10 de junio, de 1981 de la Magistratura, 
de Trabajo número 13 de Barcelona y el auto del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 11 de diciembre de 1981 que la confirmó, a 
que se refiere el amparo número 34/82.

10) El auto del Tribunal Central de Trabajo de 13 de marzo 
de 1982, en actuaciones procedentes de la Magistratura de Tra­
bajo número 11 de Barcelona, a que se refiere el reourso de 
amparo número 141/81.

Debiendo las indicadas Magistraturas de Trabajo conceder 
un plazo de diez días a la representación de don Sebastián Au­
ger Duró, para que, de considerarlo conveniente el interesado, 
pueda interponer contra las sentencias de dichas Magistraturas 
a que se refieran tales -resoluciones recurso de suplicación con­
signando previamente la cantidad objeto de la condena en cada 
uno de los procesos laborales, en la forma procedente.

Se desestima el recurso en- las demás pretensiones no aco­
gidas.

Madrid, 27 de mayo de 1983.—Manuel García Pelayo Alonso.— 
Angel Latórre Segura.—Manuel Diez de Velasco Vallejo.—Gloria 
Begué Cantón.—Rafael Gómez-Ferrer Morant.—An^el Escudero 
del Corral.—(Firmados y rubricados.)

17034 Sala Primera. Recurso de amparo número 148/ 
1981.—Sentencia número 47/1983, de 31 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel 
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña Glo­
ria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel 
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 148/1981, promovido por 
don Fernando Serena Masoaray, representado por el Procurador 
de los Tribunales don Juan Corujo y López-Villamil y asistido 
por el Letrado don Federico de Valenciano, contra ia providencia 
de 29 de abril de 1981 de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona, y en el que ha comparecido el Fiscal 
genera], y don Rafael del Barco Carreras y don José Luis Bruna 
de Quixano, representados por el Procurador don Juan Corujo 
y López-Villamil, siendo ponente la Magistrada doña Gloria 
Begué Cantón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. El Juez de Instrucción número 4 de Barcelona, por auto 
de 24 de diciembre de 1980, deniega la libertad provisional so­
licitada por don Fernando Serena Mascaray, procesado por mal­
versación de caudales públicos, en cuantía superior a 1.000 mi­
llones de pesetas, en el Consorcio de la Zona Franca de Bar­
celona, y por auto de 10 de febrero de 1981 declara no haber 
lugar al recurso de reforma y admite la apelación interpuesta 
subsidiariamente. De este recurso de apelación debía conocer 
la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona.

2. El 29 dq abril de 1981, esta Sección (integrada por el Pre­
sidente de la Audiencia Provincial y dos Magistrados, uno de 
ellos suplente) dicta providencia, señalando para la vista de la 
apelación el,. 9 de mayo de 1981 y acordando la composición de 
la Sección, que estaría presidida por el Presidente de la Audien­
cia Provincial e integrada por dos Magistrados que se men­
cionan; asimismo acuerda en ella poner en conocimiento del 
Presidente de la Audiencia Territorial el contenido de dicha 
providencia.

3. Contra la providencia de 29 de abril dé 1981 formula el 
interesado recurso de súplica, en el que invoca formalmente la 
vulneración del artículo 24.2 de la Constitución, siéndole dene­
gada su tramitación por auto de 7 de-mayo siguiente, por es-


